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TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA EL DÍA 12 
DE JUNIO DE 2013 AL PROYECTO DE LEY ES-
TATUTARIA NÚMERO 211 DE 2013 SENADO, 

268 DE 2013 CÁMARA
por la cual se desarrollan los artículos 116 y 221 
de la Constitución Política de Colombia y se dictan 

otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1°. Objeto y ámbito de aplicación. El 
objeto de esta ley es desarrollar los artículos 116 

-
tablecer reglas para la investigación, acusación y 
juzgamiento de los miembros de la Fuerza Pública 
en el marco del Derecho Internacional Humanitario 
aplicable en situación de hostilidades; el desarrollo 
de los principios de autonomía e imparcialidad de 
la Justicia Penal Militar; el funcionamiento de la 
comisión técnica de coordinación y la organización 
y funcionamiento del Tribunal de Garantías Pena-
les. El contenido de esta ley, excepto donde se diga 
expresamente lo contrario, se aplicará exclusiva-
mente a los miembros de la Fuerza Pública.

Parágrafo. Esta ley se aplicará a la Policía Na-
cional únicamente cuando el Derecho Internacional 
Humanitario sea aplicable a sus operaciones. En 
caso contrario, se regirá por las normas ordinarias 
que regulan la función y actividad de policía, diri-
gidas al mantenimiento de las condiciones necesa-
rias para el ejercicio de los derechos y libertades 
públicas.

Artículo 2°. Interpretación de esta ley. Esta ley 

que es la de garantizar en todo tiempo los derechos 
de las personas que no participen directamente en 
las hostilidades, el cumplimiento efectivo de los 
deberes constitucionales de la Fuerza Pública, y la 
seguridad jurídica de sus miembros.

Artículo 3°. Derecho Internacional Humanitario 
como ley especial. Si el Derecho Internacional Hu-
manitario regula un supuesto de hecho de manera 

interpretar las demás normas jurídicas relevantes.
Artículo 4°. Deberes de los miembros de la 

Fuerza Pública. Los miembros de la Fuerza Públi-
ca deberán ceñirse estrictamente a la Constitución 
Política, las leyes y los tratados internacionales de 
protección de la persona humana, en especial los 
convenios suscritos por Colombia que hacen parte 
del bloque de constitucionalidad, sin perjuicio de 
que el Derecho Internacional Humanitario sea apli-
cado como ley especial.

Artículo 5°. Principios aplicables. En la aplica-
ción de esta ley se tendrán en cuenta los siguientes 
principios:

a) Dignidad humana: En todas las actuaciones 
judiciales y administrativas reguladas por esta ley, 
en las operaciones, acciones y procedimientos de 
la Fuerza Pública se respetará la dignidad humana;

b) Trato humanitario: El principio de trato hu-
manitario será respetado en todo momento. Se pro-

-
nos, crueles y degradantes. El principio de huma-
nidad se armoniza con el de necesidad militar, de 
conformidad con el artículo 16 de esta ley;

c) Humanidad: Las personas que no participen 
en las hostilidades, incluyendo a los miembros 
de grupos armados que hayan depuesto las armas 
y aquellas personas que hayan quedado fuera de 
combate, deberán ser tratadas con humanidad y sin 
discriminación;

d) Distinción: Los miembros de la Fuerza Pú-
blica deberán distinguir en todo momento entre 
personas civiles y blancos legítimos, y entre bienes 
civiles y objetivos militares, de conformidad con 
los artículos 20, 21 y 26 de esta ley. No podrán diri-



Página 2 Jueves, 11 de julio de 2013 GACETA DEL CONGRESO  484

gir sus ataques contra personas que no sean blancos 
legítimos ni contra objetos que no sean objetivos 
militares;

e) Proporcionalidad: Los miembros de la Fuer-
za Pública deberán abstenerse de causar daños a 
personas civiles y bienes civiles que sean excesivos 
frente a la ventaja militar concreta y directa previs-
ta, de conformidad con el artículo 22 de esta ley;

f) Precaución: Los miembros de la Fuerza Pú-
blica deberán tomar las medidas necesarias y fac-
tibles para evitar, y en todo caso reducir, los daños 
a personas civiles y bienes civiles, de conformidad 
con los artículos 22, 23, 24 y 25 de esta ley;

g) Necesidad militar: Los ataques de la Fuerza 
Pública deberán prever una ventaja militar concreta 

-

la Fuerza Pública, pero no podrá ser invocado para 
convalidar infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario, de conformidad con el artículo 16 de 
esta ley;

h) Seguridad jurídica: Los miembros de la Fuer-
za Pública deberán contar con instrucciones claras 
y precisas sobre el cumplimiento de sus deberes y 
las limitaciones al uso de la fuerza en el ejercicio 
de sus funciones constitucionales. Solo serán res-
ponsables por acción, omisión o extralimitación 
en relación con los deberes establecidos de manera 

TÍTULO I
PRECISIÓN DE LAS REGLAS DEL DERECHO 
INTERNACIONAL HUMANITARIO APLICA-
BLES A LA CONDUCCIÓN DE HOSTILIDADES

CAPÍTULO I
 
 

Artículo 6°. Finalidad de este título -
dad de este título es precisar las reglas del Derecho 
Internacional Humanitario aplicables a la conduc-
ción de hostilidades por parte de la Fuerza Pública 
en contra de grupos armados.

Las disposiciones de este título no son aplica-
bles a la actividad ordinaria de la Policía Nacional, 
excepto cuando esta participe en hostilidades de 
conformidad con el Capítulo IV de este título.

Artículo 7°. . Las re-
glas de Derecho Internacional Humanitario enun-
ciadas en este título se aplicarán exclusivamente 
a la investigación, acusación y juzgamiento de los 
miembros de la Fuerza Pública.

Artículo 8°. Grupo armado. Para los efectos de 

objetivo militar y las circunstancias de aplicación 
del Derecho Internacional Humanitario, por “grupo 
armado” se entiende únicamente el grupo que cum-
pla los siguientes elementos concurrentes:

a) Que use la violencia armada contra la Fuerza 
Pública u otras instituciones del Estado, la pobla-
ción civil, bienes civiles o contra otros grupos ar-
mados;

b) Que la intensidad de la violencia armada su-
pere la que suponen los disturbios y tensiones inte-
riores, y requiera la acción armada de las Fuerzas 
Militares;

c) Que tenga una organización y un mando que 
ejerce liderazgo o dirección sobre sus miembros, 
que le permitan usar la violencia contra la pobla-
ción civil, bienes civiles o la Fuerza Pública, en 
áreas del territorio nacional.

Se entenderá que actúa en hostilidades el grupo 
que cumpla con los requisitos previstos en el pre-
sente artículo.

Parágrafo. De conformidad con el Derecho In-

que actúe un grupo armado no serán relevantes para 
la aplicación de este artículo.

Artículo 9°. Ataque. Para efectos de este título, 
por “ataque” se entiende el uso de la fuerza, defen-
sivo u ofensivo, por parte de los miembros de la 

población civil” que puedan constituir un crimen 
de lesa humanidad.

Artículo 10. Blanco legítimo. Para efectos de 
este título, se entiende por blanco legítimo la o las 
personas que forman parte de los grupos armados 
que cumplan una función directamente relacionada 
con las actividades hostiles del mismo.

También lo son los civiles que participan direc-
tamente en las hostilidades, de conformidad con el 
artículo siguiente.

La calidad de blanco legítimo cesa cuando quien 
participa en las hostilidades ha sido capturado, ha 
expresado claramente su intención de rendirse o sus 
heridas o enfermedad lo han convertido en alguien 
incapaz de defenderse, siempre y cuando se abs-
tenga de continuar con actos violentos o amenazas.

El blanco legítimo no goza del estatuto de com-
batiente según el Derecho Internacional Humanita-
rio. En consecuencia, los participantes directos en 
las hostilidades y los miembros de grupos armados, 
entre otras, no son prisioneros de guerra y están so-
metidos al derecho penal nacional.

Artículo 11. Participación directa en las hostili-
dades. Para efectos de este título, por participación 
directa en las hostilidades se entiende la realización 
de cualquier acto que cause directamente un daño a 
la población o bienes civiles o a la Fuerza Pública 
u otras instituciones del Estado, y tenga un vínculo 
directo con las hostilidades, en apoyo de un grupo 
armado.

También participa directamente en las hostilida-
des quien realice actos que, inequívocamente, ten-
gan la probabilidad de causar un daño a la pobla-
ción o bienes civiles, la Fuerza Pública u otras insti-
tuciones del Estado, en apoyo de un grupo armado.

La participación directa en las hostilidades por 
personas civiles conlleva para estas la pérdida de la 
protección contra los ataques de la Fuerza Pública, 
mientras dure tal participación.

Artículo 12. Bien civil. Son bienes civiles todos 
aquellos que no sean objetivos militares.
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Artículo 13. Objetivo militar. Para efectos de 
este título, por “objetivo militar” se entiende todo 

violenta de un grupo armado, y (b) cuya destruc-
ción total o parcial, captura o neutralización ofrezca 
en las circunstancias del caso una ventaja militar 
concreta y directa prevista.

El criterio de “naturaleza” del bien comprende 
todos los bienes utilizados directamente por los 
grupos armados.

El criterio de “ubicación” del bien comprende 
todos los bienes que por su naturaleza no tienen una 
función militar, pero por el lugar donde están ubi-

bien comprenden los bienes que por su naturaleza 
no tienen una función militar, pero son usados, o 
existe certeza de que serán usados, para contribuir 

La ventaja militar concreta y directa prevista 
excluye la ventaja indeterminada o hipotética que 
pueda derivarse de la destrucción, captura o neutra-
lización del bien. También excluye cualquier venta-
ja que no sea de carácter militar.

CAPÍTULO II
 

Artículo 14. Aplicación del Derecho Internacio-
nal Humanitario. El Derecho Internacional Huma-
nitario será aplicado a la investigación, acusación 
y juzgamiento de la conducta de la Fuerza Pública 
cuando esta ocurra en situación de hostilidades.

Las siguientes circunstancias, entre otras, son 
indicios de que la conducta ha ocurrido en una si-
tuación de hostilidades:

a) La conducta ocurrió en un ataque contra un 
grupo armado y el sujeto pasivo de la conducta era 
un blanco legítimo;

b) La conducta ocurrió durante una acción de-
fensiva contra un ataque de un grupo armado;

c) En las condicione s del momento en que se 
realizó la conducta, el miembro de la Fuerza Públi-
ca tenía la convicción errada e invencible de que el 
sujeto pasivo era un blanco legítimo;

d) La conducta ocurrió en el planeamiento, pre-
paración o ejecución de una acción, operación o 
procedimiento de la Fuerza Pública, dirigida contra 
un grupo armado.

Artículo 15. Sujeción de manuales operaciona-
les, reglamentos y reglas de encuentro al Derecho 
Internacional Humanitario. Los documentos inter-
nos de la Fuerza Pública, tales como los manua-
les operacionales, de procedimiento y las reglas de 
encuentro, se sujetarán a los tratados de Derecho 
Internacional Humanitario y Derechos Humanos de 
los cuales Colombia hace parte y, en particular, a 
las reglas precisadas en este título.

Estos documentos internos deberán respetar la 
excepcionalidad de la participación de la Policía 
Nacional en las hostilidades.

Artículo 16. Necesidad militar y principio de 
humanidad. El Derecho Internacional Humanitario 
reconcilia la necesidad militar con el principio de 
humanidad. La necesidad militar ha sido tenida en 
cuenta en la formulación de las reglas en este título. 
Por lo tanto, la necesidad militar no puede invocarse 

de manera expresa por los tratados internacionales 
de los cuales Colombia es parte.

Artículo 17. Valoración de la conducta de los 
miembros de la Fuerza Pública. La conducta de los 
miembros de la Fuerza Pública será valorada por 
las autoridades judiciales a la luz del contexto en el 
cual se llevaron a cabo las acciones, operaciones y 
procedimientos, teniendo en cuenta la información 
de la que disponía el miembro de la Fuerza Pública 
al momento de realizar la conducta, y considerando 
la apreciación honesta y razonable de las circuns-
tancias en que este actuó en ejercicio de su margen 
de apreciación, de conformidad con la naturaleza 
de la acción, operación o procedimiento y los debe-
res correspondientes a su grado militar o policial y 

Artículo 18. Responsabilidades en la planeación, 
preparación y ejecución. Las autoridades judiciales 
tendrán en cuenta las diferentes responsabilidades 
que dentro de la Fuerza Pública se asignan a quie-
nes planean y preparan las acciones, operaciones y 
los ataques, y quienes los ejecutan, de conformidad 
con los procedimientos internos respectivos.

CAPÍTULO III
 

Artículo 19. Iniciativa de la Fuerza Pública. La 
Fuerza Pública está autorizada para tomar la inicia-
tiva en el uso de la fuerza. Se permiten las tácticas 
de sorpresa y las estratagemas contra los blancos 
legítimos y objetivos militares, siempre que no 

Los miembros de la Fuerza Pública no están 
obligados a ser blanco de un ataque por los grupos 
armados para poder ejercer sus funciones constitu-
cionales.

Artículo 20. Protección de la población civil y 
ataque a participantes directos en las hostilidades. 
La Fuerza Pública deberá:

1. Proteger a la población civil y las personas 
civiles de los peligros provenientes de las operacio-
nes militares.

2. Abstenerse de hacer objeto de ataque a las 
personas civiles, salvo si participan directamente 
en las hostilidades y mientras dure tal participación.

Los blancos legítimos podrán ser objeto de ata-
ques directos por la Fuerza Pública, siempre que los 
ataques se conduzcan de conformidad con lo esta-
blecido en esta ley.

Artículo 21. Protección de bienes civiles y ata-
que a objetivos militares. De conformidad con el 
Derecho Internacional Humanitario, la Fuerza Pú-
blica protegerá los bienes civiles de los peligros 
provenientes de las operaciones militares.
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Los objetivos militares podrán ser atacados di-
rectamente por la Fuerza Pública, siempre que los 
ataques se conduzcan de conformidad con lo esta-
blecido en esta ley.

Artículo 22. Proporcionalidad en los ataques. 
En la aplicación del principio de proporcionali-
dad, todo ataque deberá someterse a las siguientes 
reglas:

contra un blanco legítimo o un objetivo militar, 

esta ley.
2. Ningún ataque podrá ser realizado cuando sea 

de prever que causará muertos o heridos de la po-
blación civil, o daños de bienes civiles, o ambos, 
excesivos en relación con la ventaja militar concre-
ta y directa prevista.

3. No se entenderá como desproporcionado un 
ataque por el simple hecho de contar con superio-
ridad numérica o de armas, o una posición táctica 
ventajosa, frente a un blanco legítimo o un objetivo 
militar.

Artículo 23. Selección de medios y métodos de 
ataque. La Fuerza Pública deberá seleccionar me-
dios y métodos que no se encuentren prohibidos por 
el Derecho Internacional Humanitario. En particu-
lar, deberá abstenerse de utilizar armas, proyectiles, 
materiales y métodos de guerra que, por su propia 

innecesarios o surtan efectos indiscriminados. 
Entre estas armas, proyectiles, materiales y mé-

todos de guerra se encuentran aquellas prohibidas 
por los siguientes instrumentos internacionales:

a) Convención sobre Prohibiciones o Restriccio-
nes del Empleo de Ciertas Armas Convencionales 
que puedan considerarse excesivamente nocivas 
o de efectos indiscriminados del 10 de octubre de 

b) Convención sobre Municiones en Racimo del 
30 de mayo de 2008;

c) Convención sobre la prohibición del desarro-
llo, la producción, el almacenamiento y el empleo 
de armas químicas y sobre su destrucción del 3 de 
enero de 1993;

d) Convención sobre la prohibición del desarro-
llo, la producción y el almacenamiento de armas 
bacteriológicas (biológicas) y tóxicas y sobre su 
destrucción del 10 de abril de 1972;

e) Los demás tratados de Derecho Internacional 

en los términos de aceptación hechos por el Estado.
Artículo 24.  El 

miembro de la Fuerza Pública responsable de deci-
dir un ataque, antes de lanzarlo, deberá hacer todo 

objetivos que se proyecta atacar no son personas ni 
bienes civiles, ni gozan de protección especial.

se evaluará en concreto según la información y los 
medios disponibles por el miembro de la Fuerza 
Pública responsable de decidir el ataque, al mo-

mento de tomar la decisión. El miembro responsa-

los respectivos procedimientos.
Artículo 25. Suspensión o cancelación de un 

ataque. Un ataque será suspendido o cancelado si 
se advierte que lo que está siendo atacado o se pro-
yecta atacar no es un blanco legítimo o un objetivo 
militar, o cuando sea de prever que el ataque causa-
rá muertos o heridos entre la población civil, daños 
a bienes civiles, o ambos, excesivos en relación con 
la ventaja militar concreta y directa prevista.

El miembro de la Fuerza Pública responsable de 
decidir el ataque tendrá asimismo la autoridad para 
suspenderlo o cancelarlo. La misma autoridad la 
tendrán sus superiores jerárquicos.

Los miembros de la Fuerza Pública que, al mo-
mento de ejecutar un ataque, adviertan que las cir-
cunstancias fácticas son distintas a las que conoció el 
superior que lo ordenó, y esas circunstancias corres-
pondan al inciso 1° de este artículo, deberán suspen-
der o cancelar el ataque. De ser posible, informarán 
inmediatamente al superior que lo ordenó.

Artículo 26. Prohibiciones absolutas. En nin-
guna circunstancia y sin perjuicio de las demás 
restricciones previstas en el Derecho Internacional 
Humanitario, se podrá atacar a las personas por el 
solo hecho de:

1. Manifestar en público o privado su apoyo a 
los grupos armados.

2. Participar indirectamente en las hostilidades 
mediante conductas que no tienen un nexo causal 
directo con el daño a la Fuerza Pública, la pobla-
ción civil o sus bienes, tal como la propaganda a 
favor de grupos armados, o

3. Tener cualquier otro nexo con los grupos ar-

un blanco legítimo.
Parágrafo. Estas prohibiciones se entienden sin 

perjuicio de: a) que la conducta realizada sea un 
delito por el cual la persona deba ser capturada y 
enjuiciada, o b) que la persona sufra las consecuen-

un blanco legítimo o un objetivo militar, tal como 

Artículo 27. -
tos armados internacionales. La presente ley tam-
bién se aplicará a la conducta de los miembros de 

-
nacionales, sin perjuicio de las normas especiales 

CAPÍTULO IV
 

 

Artículo 28. Asistencia militar. La asistencia mi-
litar a la Policía Nacional seguirá rigiéndose por las 
normas vigentes.

Artículo 29. Aplicación del Derecho Interna-
cional Humanitario. El Derecho Internacional Hu-
manitario aplicará excepcionalmente a la Policía 
Nacional, únicamente cuando esta participe en hos-
tilidades.
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En todos los demás eventos, la Policía Nacional 
seguirá sujeta a las normas que rigen las activida-
des ordinarias de este cuerpo armado de naturale-
za civil, de conformidad con el artículo 218 de la 
Constitución.

TÍTULO II
ARMONIZACIÓN DEL DERECHO INTERNA-
CIONAL Y EL DERECHO PENAL NACIONAL

CAPÍTULO I

Artículo 30. Debido proceso. En la investiga-
ción, acusación y juzgamiento de conductas puni-
bles cometidas por los miembros de la Fuerza Pú-
blica, las autoridades judiciales respetarán y garan-
tizarán, en todos los casos, las formas propias de 
cada juicio, las garantías procesales y la presunción 
de inocencia, cuya intangibilidad se mantendrá has-

su responsabilidad.
CAPÍTULO II

Artículo 31. Posición de garante. El miembro 
de la Fuerza Pública que en razón de su competen-
cia funcional y teniendo el control efectivo, tenga el 
deber jurídico de evitar un resultado previsto en la 
ley penal como punible y no lo hiciere, disponiendo 
de los recursos y medios, siempre que las circuns-
tancias fácticas se lo permitan, quedará sujeto a la 
pena prevista en la respectiva norma penal.

A tal efecto, se requiere que tenga a su cargo la 
protección real y efectiva del bien jurídico prote-
gido o la vigilancia de una determinada fuente de 
riesgo, conforme a la Constitución, la ley o los re-
glamentos.

Artículo 32. Responsabilidad del superior mili-
tar o policial por las conductas de los subordina-
dos. El superior militar o policial será responsable 
por las conductas de sus subordinados cuando se 
reúnan las siguientes condiciones concurrentes:

a) La comisión de un delito ocurra en desarrollo 
de las hostilidades;

b) El superior militar o policial tenga el mando y 
control efectivo sobre los autores del delito;

c) El superior militar o policial hubiere sabido, 
que se iba a cometer un delito, 

;
d) El superior militar o policial omita la preven-

ción del delito, teniendo la posibilidad fáctica de 
prevenirlo.

La responsabilidad penal del superior obedecerá 
a la naturaleza de la relación jerárquica, la cual será 

-
des de las operaciones militares y policiales, y la 
capacidad efectiva de ejercer el mando.

Parágrafo 1°. En ningún caso será responsable el 
superior militar o policial por la sola posición for-
mal de jerarquía sobre los autores del delito.

Parágrafo 2°. Se entenderá que el superior mili-
tar o policial hubiera debido saber que se cometió 
o se iba a cometer un delito si, en las circunstancias 

-
vertía sobre la alta probabilidad de la comisión del 
delito.

Parágrafo 3°. En la valoración de la responsabi-
lidad del superior policial, se tendrá en cuenta que 
por regla general los miembros de la Policía Nacio-
nal no están sujetos a la obediencia debida, por dis-
posición expresa del artículo 91 de la Constitución.

Artículo 33. De la conformación de estructuras 
jerárquicas ilegales. No se podrá inferir, sin ele-

Fuerza Pública o sus miembros conforman estruc-
turas jerárquicas que operan al margen del derecho.

CAPÍTULO III

Artículo 34. Reglas de interpretación. Las cau-
sales de ausencia de responsabilidad previstas en 
la legislación penal se interpretarán conforme a las 
reglas establecidas en los siguientes artículos.

Artículo 35. Ausencia de responsabilidad por 
error. Únicamente el error invencible será causal 
de exoneración de responsabilidad por comisión de 

-
sente ley.

Artículo 36. Ausencia de responsabilidad por 
cumplimiento de órdenes superiores. Habrá lugar a 
exoneración de responsabilidad cuando:

1. Quien ejecute la orden desconozca que es ilí-
cita, y

Parágrafo 1°. De conformidad con el artículo 91 
de la Constitución, no se reconocerá la obediencia 
debida a favor de miembros de la Policía Nacional, 
a menos que participen en hostilidades de confor-
midad con el parágrafo del artículo 1° de esta ley.

Parágrafo 2°. No se reconocerá la obediencia 
debida como causal de exoneración de responsabi-
lidad cuando se trate de delitos de lesa humanidad, 
genocidio, desaparición forzada, ejecución extraju-
dicial, tortura, ni delitos que atenten contra la liber-
tad, integridad y formación sexuales.

Artículo 37. Ausencia de responsabilidad por 
legítima defensa en situación de hostilidades. La 
proporcionalidad de la legítima defensa se evalua-
rá de conformidad con lo dispuesto en la presente 
ley respecto de la valoración de la conducta militar, 
teniendo en consideración el nivel de la amenaza.

Las características intrínsecas del resultado de 
una acción defensiva no bastarán para determinar 
que la acción fue desproporcionada.

La legítima defensa de bienes esenciales para la 
supervivencia no podrá eximir de responsabilidad 
por comisión de delitos de lesa humanidad, genoci-
dio, desaparición forzada, ejecución extrajudicial, 
tortura, ni delitos que atenten contra la libertad, in-
tegridad y formación sexuales.

Artículo 38. Ausencia de responsabilidad por 
conductas ejecutadas por la Fuerza Pública res-
petuosas del Derecho Internacional Humanitario, 
realizadas en situación de hostilidades.
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a) Respecto de los daños a blancos legítimos y 
objetos militares, se aplicarán las siguientes reglas:

1. Ninguna acción, operación militar u orden 
de servicio policial que cause daños a blancos le-
gítimos u objetivos militares, y que haya sido pla-

y los principios de distinción, proporcionalidad y 
precaución, dará lugar a responsabilidad penal para 
quienes la planeen o la ordenen.

2. Ninguna conducta en desarrollo de una ac-
ción, operación u orden de servicio que cause daños 
a blancos legítimos u objetivos militares, y que sea 
ejecutada de conformidad con la orden de opera-

y los principios de distinción, proporcionalidad y 
precaución, dará lugar a responsabilidad penal para 
quienes la ejecuten.

3. Ninguna conducta en desarrollo de una ac-
ción, operación u orden de servicio que cause da-
ños a blancos legítimos u objetivos militares, que 
sea ejecutada en cumplimiento del deber de veri-

-
nalidad y precaución dará lugar a responsabilidad 
penal, así la conducta no se haya ajustado a la orden 
de operaciones, por la necesidad de proteger a la 
población o bienes civiles en las circunstancias en 
que ocurrieron los hechos o de evitar un daño grave 
al personal militar o policial, o a los bienes milita-
res o policiales ante circunstancias no previstas en 
la orden de operaciones.

4. Lo señalado en los incisos anteriores i) no 
-

zadas por fuera del marco de la orden de operacio-
nes violando las prohibiciones y deberes estableci-
dos en esta ley, y ii) puede ser desvirtuado en cada 
caso concreto por las autoridades judiciales compe-
tentes, sin perjuicio de la presunción de inocencia;

b) Respecto de los daños a bienes civiles y per-
sonas civiles que no estén participando en las hosti-
lidades, se aplicarán las siguientes reglas:

1. Cuando en desarrollo de una acción, opera-
ción militar u orden de servicio policial dirigida 
contra un blanco legítimo u objetivo militar ocurran 
daños colaterales o incidentales a bienes o personas 
civiles, y la planeación de la misma haya cumpli-

distinción, proporcionalidad y precaución, la orden 
de lanzar ese ataque no dará lugar a responsabili-
dad penal. Corresponde a las autoridades judiciales 
competentes asumir la carga de demostrar que tales 
deberes no fueron cumplidos al ser planeada la ope-
ración o al ser dada la orden.

2. Tampoco dará lugar a responsabilidad penal 
la conducta realizada en ejecución de dicha orden, 

y los principios de distinción, proporcionalidad y 
precaución, el daño a objetos o personas civiles es 
colateral o incidental y es evidente que el ataque 

-
timo o un objetivo militar, tal como se encuentran 

a las autoridades judiciales competentes asumir la 
carga de demostrar que tales supuestos no se cum-
plen en cada caso.

Parágrafo. La ausencia de responsabilidad penal 
consagrada en este artículo y en el presente capítu-
lo, no excluye la responsabilidad patrimonial que 
de acuerdo a la normatividad que regula la materia 
pueda predicarse de las acciones y daños ocasiona-
dos por las autoridades estatales.

Artículo 39. Carga de la prueba del estatuto 
militar, policial o civil. En los procesos judiciales 
contra miembros de la Fuerza Pública, la Fiscalía 
General de la Nación o el órgano competente de la 
jurisdicción penal militar y policial tendrá siempre 
la carga de la prueba de la comisión de una conduc-
ta punible, incluyendo la demostración del estatuto 
de civil o blanco legítimo, o de bien civil u objetivo 
militar de la persona u objeto presuntamente ata-
cado.

TÍTULO III
COMPETENCIA DE LA JURISDICCIÓN  

ORDINARIA Y DE LA JURISDICCIÓN PENAL 
MILITAR Y POLICIAL

Artículo 40. Conexidad. Los ataques de la Fuer-
za Pública contra blancos legítimos y objetivos mi-
litares se entenderán realizados en el marco de las 
hostilidades, salvo que se pruebe lo contrario.

CAPÍTULO I
 

Artículo 41. Conductas de competencia exclusi-
va de la jurisdicción ordinaria. Son de competen-
cia exclusiva de la jurisdicción penal ordinaria los 
crímenes de lesa humanidad, los delitos de genoci-
dio, desaparición forzada, ejecución extrajudicial, 
violencia sexual, tortura y desplazamiento forzado.

Los delitos de genocidio, desaparición forzada, 
tortura, desplazamiento forzado, se entenderán de 

-
quen.

Las conductas de violencia sexual son todos los 
delitos que atentan contra la libertad, integridad y 
formación sexuales contemplados en el Título IV 
del Código Penal, así como los artículos 138, 139 y 
141 del Código Penal.

Artículo 42. Crímenes de lesa humanidad. Con 

únicamente se entenderán por crímenes de lesa hu-
manidad 
un ataque generalizado o sistemático contra una 
población civil” y “con conocimiento de dichos 

artículo 7° del Estatuto de Roma y los elementos de 
los crímenes desarrollados a partir de ese Estatuto. 
La investigación, acusación y juzgamiento se ade-
lantarán conforme a las leyes colombianas.

Artículo 43. Ejecución extrajudicial. Se adicio-
na un artículo 104B a la Ley 599 de 2000 que que-
dará así:

 El agente del Estado que en ejer-
cicio de sus funciones matare a una persona fuera 
de combate incurrirá en prisión de treinta y tres (33) 
a cincuenta (50) años, multa de dos mil seiscientos 
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sesenta y seis punto sesenta y seis (2.666,66) a sie-
te mil quinientos (7.500) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejerci-
cio de derechos y funciones públicas de doscientos 
cuarenta (240) a trescientos sesenta (360) meses.

Se entenderá que está fuera de combate, siempre 
que se abstenga de todo acto hostil y no trate de 
evadirse, toda persona que:

a) Esté en poder del agente del Estado;
b) Esté inconsciente, ha naufragado o esté herida 

o enferma, y no pueda por ello defenderse;
c) Se haya rendido y dejado las armas.
Incurrirá en la misma pena el agente del Esta-

do que con ocasión del ejercicio de sus funciones 
matare a una persona civil puesta previamente con 

-
gaño.

Artículo 44. Competencia con respecto a la eje-
cución extrajudicial. El delito de ejecución extra-
judicial será de competencia exclusiva de la juris-
dicción ordinaria, aun cuando haya un concurso de 
conductas punibles entre la ejecución extrajudicial 
y otro tipo penal.

CAPÍTULO II
 

Artículo 45. Infracciones contra el Derecho In-
ternacional Humanitario. Serán de competencia 
exclusiva de la Justicia Penal Militar las infraccio-
nes al Derecho Internacional Humanitario, salvo 
las conductas enunciadas en el Capítulo I del Título 
III de esta ley y las que no tengan relación próxima 
y directa con el servicio.

También serán de competencia exclusiva de la 
Justicia Penal Militar las demás conductas que ten-
gan relación próxima y directa con el servicio.

En consecuencia, aquellas conductas que no ten-
gan relación próxima y directa con el servicio serán 
de competencia de la jurisdicción ordinaria.

Artículo 46. Relación con el servicio. Tienen re-
lación con el servicio las tareas, objetivos, menes-
teres, acciones y procedimientos que guardan un 
vínculo próximo y directo con el cumplimiento de 
la función constitucional y legal del miembro de la 
Fuerza Pública en servicio activo.

La ocurrencia de un delito no rompe, por sí sola, 
la relación con el servicio.

Artículo 47. Duda sobre la relación con el servi-
cio. En caso de que exista duda sobre la jurisdicción 
competente para conocer sobre un proceso determi-
nado, y el informe de la Comisión Técnica de Coor-
dinación de que trata el Título V no permita resol-
ver esa duda, la competencia continuará radicada 
en la autoridad judicial que primero haya asumido 
su investigación, hasta tanto el órgano competente 

La ausencia de relación con el servicio del acto 

e individualmente con base en los hechos del caso 
y la vinculación fáctica de la conducta con el ser-
vicio, salvo en el evento de las conductas excep-
tuadas en el inciso segundo del artículo 221 de la 
Constitución.

La simple ausencia de información sobre las cir-
cunstancias de tiempo, modo y lugar de la conducta 

-
ción competente. También existe una duda respecto 
de la competencia cuando de conformidad con las 

-
chos descritos en el informe de la Comisión Técni-
ca de Coordinación tienen relación con el servicio.

TÍTULO IV
INDEPENDENCIA E IMPARCIALIDAD  

DE LA JUSTICIA PENAL MILITAR  
O POLICIAL
CAPÍTULO I

Artículo 48. 
Penal Militar o Policial. La Justicia Penal Militar o 
Policial tiene su origen y razón de ser en la Fuerza 

-

Artículo 49. Independencia del mando insti-
tucional de la Fuerza Pública. La Justicia Penal 
Militar o Policial será independiente del mando de 
la Fuerza Pública. Su función exclusiva será la de 
administrar justicia conforme a la Constitución y 
la ley. Los funcionarios y empleados de la Justicia 
Penal Militar o Policial no podrán buscar o recibir 
instrucciones del mando de la Fuerza Pública, res-
pecto del cumplimiento de su función judicial.

Los miembros de la Fuerza Pública en servicio 
activo que hacen parte de la línea de mando, no po-
drán ejercer funciones en la Justicia Penal Militar 
o Policial.

Los miembros de la Fuerza Pública en servicio 
activo que hacen parte de la jurisdicción penal mi-
litar o policial, no podrán participar en el ejercicio 
del mando.

Parágrafo. Las garantías de independencia, auto-
nomía e imparcialidad son extensibles, conforme al 
presente Título, a los funcionarios y empleados de 
la Policía Judicial de la Justicia Penal Militar.

Artículo 50. Acceso a la justicia. La ley penal 
militar o policial garantizará el acceso a la justicia 
de todos los miembros de la Fuerza Pública y partes 
intervinientes.

Artículo 51. Derecho de defensa. En toda clase 
de actuaciones judiciales de la Justicia Penal Mili-
tar o Policial se garantiza, sin excepción alguna, el 
derecho de defensa, de acuerdo con la Constitución 
y la ley.

La defensa técnica también podrá ser ejercida 
por los miembros de la Fuerza Pública, siempre que 
sean abogados y estén debidamente inscritos.

CAPÍTULO II

Artículo 52. Separación y autonomía. La Justi-
cia Penal Militar o Policial será administrada con 
autonomía respecto del mando institucional por 
una Unidad Administrativa Especial, como entidad 
descentralizada de la Rama Ejecutiva del Orden 
Nacional, con personería jurídica, autonomía admi-

al Ministerio de Defensa Nacional.
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El Gobierno Nacional no podrá impartir instruc-
ciones que incidan en la administración de justicia.

Parágrafo. La Unidad Administrativa Especial 
tendrá un Consejo Directivo con un número míni-
mo de cinco (5) miembros, y su mayoría será siem-
pre civil.

Artículo 53.  La es-
tructura de la Unidad Administrativa Especial de 
Justicia Penal Militar y policial será establecida por 
el Gobierno Nacional, de acuerdo con sus faculta-
des constitucionales y legales.

El Gobierno Nacional también podrá establecer 
una estructura propia de la justicia penal policial, 
separada de la administración de la Justicia Penal 
Militar. Dicha entidad deberá cumplir con los re-
quisitos de separación y autonomía señalados en el 
artículo 52 de la presente ley.

Artículo 54. Eliminación del Consejo Asesor de 
 Deróguense los artículos 

61 y 62 del Decreto número 1512 de 2000 y el artí-
culo 3° de la Ley 940 de 2005.

CAPÍTULO III

Artículo 55. Autoridad disciplinaria. Los miem-
bros de la Justicia Penal Militar o Policial, no es-
tarán sometidos a la autoridad disciplinaria de la 
línea de mando 

-

Artículo 56. Estabilidad laboral. Los funcio-
narios y empleados de la Justicia Penal Militar o 
Policial solo podrán ser retirados del servicio por 
las causales previstas en los regímenes y estatutos 
de carrera, y en las normas que regulen la actividad 
judicial.

Artículo 57. Traslados. La decisión de trasladar 
funcionarios y empleados de la Justicia Penal Mi-
litar o Policial deberá estar guiada por los criterios 

servicio o rotación del personal. La decisión será 
adoptada por acto administrativo y con el debido 
respeto por la independencia del ejercicio de las 
funciones judiciales.

Artículo 58. Evaluación. La evaluación de los 
funcionarios y los empleados de la Justicia Penal 
Militar o Policial será efectuada por la Unidad Ad-
ministrativa Especial de la Justicia Penal Militar, 
conforme a los reglamentos.

Artículo 59. Proceso de selección. La Dirección 
Ejecutiva de la Unidad Administrativa Especial de 
la Justicia Penal Militar o Policial establecerá y rea-
lizará los procesos de selección del personal que se 
vincule a la Justicia Penal Militar o Policial.

Artículo 60. Nominación de Magistrados y Fis-
cales Delegados ante el Tribunal Superior Militar 
o Policial. Los Magistrados y Fiscales Delegados 

ante el Tribunal Superior Militar y Policial no serán 
nominados por el mando de la Fuerza Pública; ellos 
se escogerán de lista de candidatos conformada por 
quienes cumplan los requisitos generales y especia-
les que establezca la ley ordinaria, previa reglamen-
tación por el Gobierno Nacional del procedimiento 
para conformar dicha lista.

Artículo 61. Criterios mínimos para designa-
ción y ascenso. Los funcionarios de la Justicia Pe-
nal Militar o Policial serán designados y ascendi-
dos mediante un sistema que tenga en cuenta, por 
lo menos, los siguientes criterios:

a) La no injerencia directa o indirecta del mando 
de la Fuerza Pública;

b) El ascenso no estará condicionado al sentido 
de sus providencias;

c) La especialidad en su formación, capacitación 
periódica y desempeño profesional;

d) La existencia de cupos de ascenso en una 
planta propia y separada para la Justicia Penal Mi-
litar o Policial.

Artículo 62. Cambio de cuerpo y especialidad. 
Los funcionarios de la Justicia Penal Militar o Poli-
cial podrán solicitar, por una sola vez, su cambio de 
cuerpo o especialidad.

La autoridad competente de la Fuerza Pública 
podrá aceptar o rechazar dicha solicitud.

Artículo 63. Sede de los despachos judiciales. 
Los despachos judiciales de la Justicia Penal Militar 
o Policial se ubicarán, en lo posible, en sedes sepa-
radas de las unidades militares y policiales, excepto 
en aquellos casos en que por razones de seguridad 
se considere necesario mantener su ubicación al in-
terior de las mismas. En estos casos, se garantizará 
una separación física entre los despachos judiciales 
y las demás instalaciones de las unidades militares 
y policiales, con acceso fácil e independiente.

Corresponde a la Defensoría del Pueblo velar 
por el acceso de los familiares de las víctimas y sus 
representantes a los despachos de la Justicia Penal 
Militar o Policial. El Defensor del Pueblo y los 
abogados de las víctimas podrán solicitar que un 

despacho de la Justicia Penal Militar o Policial. El 
Tribunal Superior Militar decidirá sobre la solicitud 
dentro del término de diez días.

Artículo 64. Períodos. Los Magistrados del 
Tribunal Superior Militar y Policial y los Fiscales 
Penales Militares y Policiales delegados ante esta 

años no prorrogables, y no podrán ser reelegidos.
CAPÍTULO IV

 

Artículo 65. Imparcialidad. Los funcionarios 
de Justicia Penal Militar o Policial estarán some-
tidos en sus decisiones únicamente al imperio de 
la Constitución y la ley. En el ejercicio de las fun-
ciones de investigación, acusación y juzgamiento 
se orientarán por el imperativo de establecer con 
objetividad la verdad y la justicia.



GACETA DEL CONGRESO  484  Jueves, 11 de julio de 2013 Página 9

Artículo 66. Reparto. El reparto de los procesos 
en la Justicia Penal Militar o Policial se realizará 
de manera aleatoria. Los reglamentos internos de-
sarrollarán esta disposición.

Artículo 67. Causales de impedimento. Los jue-

de manera imparcial y su imparcialidad deberá ser 
respetada por todos, en especial por quienes tengan 
interés en sus decisiones. La ley ordinaria regulará 
las causales de impedimento para asegurar la sepa-
ración entre las funciones de la Justicia Penal Mili-
tar o Policial y las funciones militares o policiales, 
y la independencia de los funcionarios competentes 
para la investigación, acusación y juzgamiento, en 
cada caso concreto.

Artículo 68. Contactos ex parte.
jueces penales militares o policiales se abstendrán 
de tener comunicación privada con las partes, o con 
cualquier persona sobre los asuntos propios de su 
función, salvo en los casos previstos en la ley.

TÍTULO V
COMISIÓN TÉCNICA DE COORDINACIÓN

CAPÍTULO I

Artículo 69. Composición. La Comisión Técnica 
de Coordinación estará conformada por seis (6) co-
misionados, quienes serán nombrados por períodos 
personales de tres (3) años así:

a) Tres (3) miembros serán designados por el 
Fiscal General de la Nación a partir de la lista de 
miembros de la Fuerza Pública activos o en retiro 
que le presente el Fiscal General Penal Militar y 
Policial;

b) Tres (3) miembros serán designados por el 
Fiscal General Penal Militar y Policial, a partir de 
la lista que le presente el Fiscal General de la Na-
ción.

Parágrafo. El Gobierno Nacional, en considera-
ción a las cargas asumidas por la Comisión podrá 
ampliar o reducir su conformación, respetando en 
todo caso la paridad y las reglas previstas en el pre-
sente artículo.

Artículo 70. Calidades de los miembros. Para 
ser designado Comisionado, deberán acreditarse 

juez penal o investigador en la jurisdicción penal 
ordinaria o en la Justicia Penal Militar o Policial, o 
asesor jurídico de la Fuerza Pública, 

Artículo 71. Presidencia de la Comisión. La pre-
sidencia de la Comisión se rotará entre los miem-
bros cada seis (6) meses y en esta rotación se alter-
nará entre comisionados nominados por el Fiscal 
General de la Nación y el Fiscal General Penal Mi-
litar y Policial.

Artículo 72. Secretaría de la Comisión. La Co-
misión tendrá un Secretario, designado para el efec-
to por el Fiscal General de la Nación.

Artículo 73. Sede de la Comisión. La Comisión 
sesionará en la misma sede en que lo haga el Tribu-
nal de Garantías Penales.

Artículo 74. Funciones de la Comisión. La Co-
misión tiene la función de constatar los hechos de 
las operaciones o procedimientos de la Fuerza Pú-
blica, a solicitud de las autoridades indicadas en el 
artículo 77 de la presente ley.

La previa convocatoria de la Comisión no será 
un requisito para la iniciación o continuación de un 
proceso penal ante cualquier jurisdicción. Tampoco 
impide que las víctimas de un delito ejerzan a ple-
nitud sus derechos.

Artículo 75. . Las 
autoridades que cumplen funciones de policía ju-
dicial, tanto en la jurisdicción penal ordinaria como 
en la jurisdicción penal militar o policial, tienen la 
obligación de apoyar a la Comisión. La Comisión 
tendrá la facultad de requerir a los órganos de po-

-
formación que se derive de la evidencia recaudada, 
preservando los protocolos de cadena de custodia.

La Comisión requerirá en primer lugar a los fun-
cionarios enumerados en listas por especialidades, 
que deberán mantener la Fiscalía General de la Na-
ción y la Fiscalía General Penal Militar y Policial. 
Una vez un funcionario sea requerido por la Comi-
sión, este deberá concentrarse inmediatamente en 
la labor encargada, con prelación sobre cualquier 
otra labor.

En caso de no ser posible requerir a funcionarios 
de estas listas, la Comisión podrá autónomamente 
requerir la colaboración de funcionarios de policía 
judicial de las dos jurisdicciones.

Artículo 76. Obligación de cooperar. Todas las 
autoridades tienen la obligación de cooperar con la 
Comisión. La Comisión tiene la facultad de soli-
citar y obtener toda la información que considere 
necesaria para llevar a cabo sus funciones, así como 
la facultad de citar a cualquier funcionario cuya en-
trevista considere necesaria para el mismo efecto.

Las personas citadas podrán invocar el derecho 
contemplado en el artículo 33 de la Constitución. 
De esta decisión no se podrá derivar un indicio en 
contra de esas personas en ninguna investigación.

CAPÍTULO II

Artículo 77. Convocatoria de la Comisión. Las 
siguientes personas tienen la facultad indelegable 
de solicitar la intervención de la Comisión, con 
posterioridad a la realización de cualquier acción o 
procedimiento de la Fuerza Pública:

1. El Fiscal General de la Nación.
2. El Fiscal General Penal Militar y Policial.
3. El Procurador General de la Nación
Artículo 78. Requisitos para la convocatoria. La 

autoridad que convoca a la Comisión debe expresar 
por escrito dirigido a dicha entidad el lugar don-
de se efectuó la operación y los hechos que estima 
necesario que la Comisión constate a la mayor bre-
vedad.

-
sa de una investigación no impide que la Comisión 
cumpla sus funciones. La Comisión no podrá ser 
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convocada después de la realización de audiencia 
de formulación de acusación o la adopción de reso-
lución de acusación en el respectivo proceso.

Artículo 79. . La 
Comisión aplicará el siguiente procedimiento para 

1. El Presidente de la Comisión designará a dos 
(2) comisionados relatores, uno proveniente de 
cada jurisdicción.

2. Los comisionados relatores deberán recopilar 
toda la información necesaria con la colaboración 
de los órganos de Policía Judicial. La Comisión 
tendrá la facultad de requerir a los órganos de Po-

-
formación que se derive de la evidencia recaudada, 
preservando los protocolos de cadena de custodia. 
Los comisionados relatores deberán visitar e ins-
peccionar el lugar de los hechos, a menos que la 
Comisión en pleno lo considere innecesario para 
constatarlos.

3. Los comisionados relatores redactarán el pro-
yecto de informe de la Comisión, que deberá ser 
aprobado por la misma.

4. El informe de la Comisión deberá contener:
a) Una constatación de los hechos que la Comi-

sión haya podido establecer;
b) Una relación de los hechos que la Comisión 

no haya podido establecer;
c) Una relación de las actividades realizadas y 

de las personas entrevistadas;
d) Una conclusión sobre si hay indicios de la 

ocurrencia de una conducta punible;
e) Una recomendación preliminar, que podrá ser 

la iniciación o continuación de una investigación 
por la Fiscalía General Penal Militar y Policial o la 
Fiscalía General de la Nación. De no encontrar in-
dicios de una conducta punible, la Comisión podrá 
recomendar no iniciar una investigación.

Parágrafo. La Comisión deberá aplicar las reglas 
del Derecho Internacional Humanitario, en particu-
lar las establecidas en el Título I de esta ley, y las 
reglas especiales del derecho penal establecidas en 
el Título II de la misma, al determinar si hay o no 
indicios de una conducta punible.

Artículo 80. Efectos del informe. El informe de 
la Comisión podrá ser usado como base del pro-
grama de investigación en los procesos penales, de 
conformidad con lo que establezca el correspon-
diente Código Procesal. El informe de la Comisión 
no tendrá ningún otro efecto jurídico. El informe 
que no encuentre indicios de una conducta puni-
ble no impedirá la denuncia penal por parte de los  

-
tigación.

Artículo 81. Remisión del informe. El informe 
será remitido a la Fiscalía General de la Nación, la 
Procuraduría General de la Nación, la Fiscalía Ge-
neral Penal Militar y Policial, y de ser solicitado, al 
Tribunal de Garantías Penales para la resolución de 

Solo la recomendación de la Comisión será pú-
blica. Las demás partes del informe están someti-
das a reserva.

Artículo 82. Plazos. La Comisión tendrá veinte 
(20) días para rendir su informe. Sin embargo, los 
comisionados relatores podrán solicitar a la Comi-
sión la extensión del plazo de conformidad con la 
complejidad del caso, los tiempos de desplazamien-
to al lugar de los hechos y los riesgos de seguridad 
para ese desplazamiento. En ningún caso el plazo 
podrá ser mayor a sesenta (60) días.

TÍTULO VI
TRIBUNAL DE GARANTÍAS PENALES

CAPÍTULO I

Artículo 83. Composición. El Tribunal de Ga-
rantías Penales estará compuesto por ocho (8) ma-
gistrados, cuatro (4) de los cuales deberán haber 
sido miembros de la Fuerza Pública en retiro al mo-
mento de su postulación, uno por cada Fuerza y uno 
por la Policía Nacional, y cuatro (4) civiles.

Artículo 84. Elección. Dos (2) magistrados, uno 
civil y uno de la Fuerza Pública en retiro serán ele-
gidos por la Sala de Gobierno de la Corte Suprema 
de Justicia; dos Magistrados (2), un civil y uno de 
la Fuerza Pública en retiro, por la Sala de Gobierno 
del Consejo de Estado; y (4) cuatro, dos (2) civiles 
y dos (2) de la Fuerza Pública en retiro por la Cor-
te Constitucional en Pleno. Los postulados deberán 
cumplir con los requisitos exigidos para ser Magis-
trado de Tribunal Superior de Distrito Judicial y es-
tarán sometidos a las mismas inhabilidades, incom-
patibilidades y autoridades penales y disciplinarias.

Cada Magistrado será elegido de una terna de 
candidatos. Cuando el magistrado a elegir sea un 
civil, la terna será integrada por la Sala de Casación 
Penal de la Corte Suprema de Justicia.

Cuando el Magistrado a elegir hubiere sido 
miembro de la Fuerza Pública, la terna será confor-
mada por el Presidente de la República.

Los Magistrados que sean miembros de la Fuer-
za Pública en retiro deberán tener como mínimo el 
grado de Teniente Coronel, Capitán de Fragata o 
Teniente Coronel del Aire. El tiempo del servicio 
prestado en cada Fuerza y en la Policía Nacional 
como miembro del cuerpo de la Justicia Penal Mili-
tar o asesor jurídico será contabilizado como parte 
del ejercicio profesional requerido para ser elegible 
al cargo.

La experiencia en el campo operacional podrá 
ser criterio de homologación para la experiencia 
profesional exigida, cuando se trate de abogados 

Artículo 85. Período. Los Magistrados servirán 
por períodos individuales de ocho (8) años y no po-
drán ser reelegidos.

Artículo 86. Salas. El Tribunal estará conforma-
do por una Sala Plena y Salas de Decisión de cuatro 
(4) Magistrados, respetando la regla de paridad.

sorteo efectuado por la Sala Plena.
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Artículo 87. Conjueces. El Tribunal podrá de-
signar conjueces para dirimir empates en Salas de 
Decisión y Sala Plena, y para permitir el pronuncia-
miento de salas que han sido desintegradas por la 
aceptación de impedimentos o recusaciones contra 
sus miembros, conservando la paridad.

CAPÍTULO II
 

Artículo 88. Poder preferente. El Tribunal de 
Garantías Penales tendrá poder preferente para 
ejercer el control de garantías en los procesos pe-
nales que se adelanten en cualquier jurisdicción por 
conductas realizadas por miembros de la Fuerza 
Pública en servicio activo. En ejercicio de este po-
der preferente, el Tribunal podrá asumir la función 
de control de garantías en cualquier momento de la 
actuación.

El Tribunal de Garantías Penales ejercerá su po-
-

das las víctimas. La Sala Plena decidirá si el Tribu-
nal debe o no ejercer el poder preferente, y repartirá 
el proceso a una de las salas o conocerá del mismo 
directamente.

Artículo 89. Legislación aplicable. Para el ejer-
cicio del control de garantías, el Tribunal de Garan-
tías Penales aplicará el Código de Procedimiento 
Penal en los procesos adelantados ante la jurisdic-
ción ordinaria, el Código Penal Militar en los pro-
cesos adelantados ante la jurisdicción penal militar 
o policial, y demás normas aplicables. En caso de 

miembros de la Policía Nacional ante una justicia 
penal policial, se aplicará dicho código en tales pro-
cesos.

Las decisiones de las Salas serán susceptibles de 
recurso de reposición ante la misma Sala, y el de 
apelación ante la Sala Plena.

Artículo 90. Decisión por magistrado en casos 
urgentes. En caso de que el Código Procesal res-
pectivo requiera la realización inmediata de una 
audiencia de control de garantías, esta se celebrará 
por el magistrado de reparto, quien deberá tomar la 
decisión respectiva. La decisión deberá ser revisada 

este  en el siguiente día hábil.
CAPÍTULO III

Artículo 91. Control formal y material de la 
acusación. El Tribunal de Garantías Penales, en 
los casos en que ejerza su poder preferente, deberá 
presidir la audiencia de formulación de acusación y 
realizar el control formal y material de la misma de 
acuerdo a lo previsto en el código aplicable.

El Tribunal se abstendrá de remitir la actuación 
al juez de conocimiento competente en los siguien-
tes casos:

a) Cuando la acusación no contenga una imputa-
ción fáctica concreta;

de manera clara e indiscutible el marco fáctico de 
la acusación.

La respectiva Fiscalía podrá formular una nueva 
acusación con base en nuevos elementos probato-

en todo caso el principio de congruencia.
En caso contrario, el Tribunal deberá remitir la 

actuación al juez de conocimiento de la jurisdicción 
ante la cual se adelanta el proceso.

Contra la decisión del Tribunal no procederá 
ningún recurso, sin perjuicio de la acción de tutela 
que será resuelta en primera instancia por la Sala 
de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia.

Parágrafo. En los procesos sustanciados bajo la 
Ley 522 de 1999 y la Ley 600 de 2000, en que el 
Tribunal de Garantías Penales haya decidido ejer-

solicitar la audiencia de formulación de acusación 
ante el Tribunal después de haber proferido resolu-
ción de acusación, caso en el cual la resolución de 
acusación se entenderá ejecutoriada si el Tribunal 

CAPÍTULO IV
 

Artículo 92. Legitimación. Podrán plantear con-

A. En Ley 522 de 1999 y Ley 600 de 2000
1. La Fiscalía General de la Nación.
2. Los Jueces de Instrucción Penal Militar.
3. Los Fiscales Penales Militares o Policiales.
4. Los Jueces de Instancia o Conocimiento.
B. En la Ley 906 de 2004 y Ley 1407 de 2010.
1. Los Jueces de Conocimiento.
2. Los Jueces de Garantías o con funciones de 

garantías.
Artículo 93. Oportunidad -

petencia de jurisdicciones podrá ser solicitado por 
las partes hasta la audiencia de acusación. El juez 
de garantías o de conocimiento podrá plantearlo en 
cualquier momento de la actuación.

Las víctimas, sin perjuicio de sus demás dere-
chos, podrán intervenir en la audiencia de formula-
ción de acusación, para manifestarse sobre posibles 
causales de incompetencia.

-
dicción posteriores a la acusación en procesos que 
se encuentren en la jurisdicción penal militar o po-
licial, donde sea evidente que se cometió alguna de 
las conductas enunciadas taxativamente en el inciso 
segundo del artículo 221 de la Constitución.

Igualmente, en los procesos reglados por la Ley 
-

tos de jurisdicción podrán plantearse en cualquier 
momento.

Artículo 94. . El 
-

gativo. Es positivo cuando el funcionario de una 
jurisdicción solicita el envío de un proceso y el fun-
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cionario de la otra jurisdicción no accede a la soli-
citud por considerar que su propia jurisdicción es 
la competente. Es negativo cuando el funcionario 
de una jurisdicción solicita enviar el proceso, y el 
funcionario de la otra jurisdicción no acepta com-
petencia sobre el mismo.

Artículo 95. Solicitud total o parcial. La solici-
tud de una a otra jurisdicción de que trata el artículo 
anterior podrá versar sobre una conducta individual 
dentro de los distintos hechos que se investiguen en 
el proceso.

Cuando en la Jurisdicción Penal Militar o Po-
licial se investiguen conductas derivadas de una 
operación militar o policial a la que se aplique el 
Derecho Internacional Humanitario y tenga rela-
ción próxima y directa con el servicio, y una o más 
conductas en el marco de la operación no tengan 
relación próxima y directa con el servicio, la Fis-
calía General de la Nación podrá solicitar a la ju-
risdicción penal militar o policial la ruptura de la 
unidad procesal, la cual podrá ser decretada para 
enviar a la Fiscalía General de la Nación únicamen-
te la investigación relacionada con la conducta que 
no tiene relación próxima y directa con el servicio.

Artículo 96. Procedimiento. El funcionario de 
una jurisdicción que reciba la solicitud de la otra 
jurisdicción y decida no acceder a la misma, deberá 
inmediatamente remitir la actuación al Tribunal de 

de competencias.
El Tribunal de Garantías Penales podrá solici-

tar a las dos jurisdicciones toda la información que 
considere necesaria, y podrá solicitar el informe de 
la Comisión Técnica de Coordinación, de existir 
este.

El Tribunal deberá decidir sobre la competencia 
en Sala Plena, en un término máximo de quince 

-
tencia dentro del mismo proceso, sin perjuicio de la 
discusión del asunto a través del recurso extraordi-
nario de casación.

de competencia en procesos que se encuentren en 
la Jurisdicción Penal Militar o Policial, si surge evi-
dencia clara de que se cometió algunas de las con-
ductas enunciadas taxativamente en el inciso 2° del 
artículo 221 de la Constitución Política.

TÍTULO VII
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 97. Fiscalía General Penal Militar y 
Policial. Mientras es designado el Fiscal General 
Penal Militar y Policial y entra a operar la Fiscalía 
General Penal Militar y Policial, los Fiscales ante 
el Tribunal Superior Militar y policial cumplirán 
las funciones de nominación de los miembros y de 
convocatoria de la Comisión Técnica de Coordina-
ción, que según esta ley corresponden al Fiscal Ge-
neral Penal Militar y Policial.

Artículo 98. . Esta ley no 
constituye ni podrá ser interpretada como un desa-
rrollo de la justicia transicio-

de 2012.

Artículo 99. Capacitación. El Gobierno Nacio-
nal,  la Fiscalía General de 
la Nación y la Rama Judicial tomarán las acciones 
necesarias para que, dentro los seis (6) meses si-
guientes a la entrada en vigencia de la presente ley, 

materias allí contenidas, a los miembros de la Fuer-
za Pública y funcionarios encargados de investigar 
y administrar justicia.

Artículo 100. Vigencia y derogatorias. Esta ley 
rige a partir de su promulgación, y deroga todas las 
disposiciones que le sean contrarias.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

Sesión Plenaria del Senado de la República el día 
12 de junio de 2013, al Proyecto de Ley Estatutaria 
número 211 de 2013 Senado, 268 de 2013 Cámara, 
por la cual se desarrollan los artículos 116 y 221 
de la Constitución Política de Colombia y se dictan 
otras disposiciones y de esta manera continúe su 
trámite legal y reglamentario en la honorable Cá-
mara de Representantes.

El presente texto fue aprobado en Plenaria de 

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

* * *
TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA EL DÍA 11 
DE JUNIO DE 2013 AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 179 DE 2012 SENADO, 105 DE 2011 

CÁMARA
por la cual se autoriza la emisión de la estampilla 

y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de la República

DECRETA:
Artículo 1°. Autorízase a las Asambleas de los 

departamentos del Cauca, Chocó, Nariño y Valle 
del Cauca para que expidan el acuerdo que ordene 
la emisión, distribución y recaudo de la contribu-

-

por la suma de trescientos mil millones de pesos 
($300.000.000.000), su recaudo se establece a pre-
cios constantes de 2011, con un término para su re-
caudo de diez (10) años.

Artículo 2°. Los recursos recaudados por la 

Barona Murillo”, se orientarán a asegurar el me-
joramiento de la calidad educativa, la ampliación 
de nuevas carreras profesionales, tecnologías y 
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diplomados; la estabilidad de un cuerpo docente 
altamente competente, la modernización tecnológi-
ca, la ampliación de cobertura y mejoramiento de 
la planta física, en el marco de un plan estratégico 
decenal. Un lugar especial lo deberá ocupar lo con-
cerniente al proceso de regionalización de la Uni-
versidad, mediante el fortalecimiento de las Sedes 
de Guapí y Tumaco.

Las actividades de:
a) Investigación en ciencia y tecnología;

c) Comunicaciones y educación a distancia;
d) Formación continua de personal docente y 

administrativo;
e) Becas a talentos de estudiantes egresados de 

las diferentes carreras;
f) Diplomados.
Estarán a cargo del Centro de Estudios del Pací-

-

desempeño por parte de la Universidad.
Parágrafo 1°. La administración y distribución 

de los recursos recaudados por la emisión de la es-

de Ómar Barona Murillo, estará en cabeza del Con-
sejo Superior Universitario, de conformidad con lo 
establecido por la presente ley.

Artículo 3°. Dentro de los hechos y actividades 
económicas sobre los cuales se obliga el uso de la 
estampilla, las Asambleas de los departamentos del 
Cauca, Chocó, Nariño y del Valle podrán incluir la 
producción, comercialización y consumo de lico-
res, cervezas y aperitivos; actividades deportivas o 
recreativas; juegos de azar; contratos de obras pú-
blicas y de suministro de bienes y servicios; activi-
dades comerciales o industriales que se realicen en 
los municipios donde haya sede de la Universidad 

sus recursos naturales o su posición estratégica; y 
demás hechos y actividades permitidos por la ley. 
En todo caso la estampilla no podrá superar el valor 
máximo contemplado en esta ley.

Artículo 4°. De conformidad con el inciso 2° del 
artículo 338 de la Constitución Política, autorízase 
a las Asambleas de los departamentos del Cauca, 
Chocó, Nariño y Valle del Cauca para que deter-
minen las características, tarifas y todos los demás 
asuntos referentes al uso obligatorio de la estampi-
lla en las actividades y operaciones que se deban 
realizar en la jurisdicción del departamento. 

Parágrafo. Las ordenanzas que expidan las 
Asambleas de los departamentos del Cauca, Cho-
có, Nariño y del Valle del Cauca, en desarrollo de 
lo dispuesto en la presente ley, serán llevadas a co-
nocimiento del Gobierno Nacional, a través del Mi-
nistro de Hacienda y Crédito Público. 

Artículo 5°. La obligación de adherir y anular 

de los funcionarios departamentales y municipales 
que intervengan en los actos y hechos económicos 
que sean sujetos al gravamen que se autoriza por la 
presente ley.

Artículo 6°. La tarifa contemplada en esta ley, 
no podrá exceder el dos por ciento (2%) del valor 
del hecho sujeto al gravamen.

-

y la inversión de los fondos provenientes del cum-
plimiento de la presente ley estará a cargo de las 
Contralorías Territoriales y General de la Nación, 
según sus competencias.

-
mará a partir de la vigencia de la presente ley, Uni-

-
conocimiento a su primer rector y fundador.

Artículo 9°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su promulgación.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

Sesión Plenaria del Senado de la República el día 
11 de junio de 2013, al Proyecto de ley número 179 
de 2012 Senado, 105 de 2011 Cámara, por la cual 
se autoriza la emisión de la estampilla Pro Univer-

otras disposiciones y de esta manera continúe su 
trámite legal y reglamentario en la honorable Cá-
mara de Representantes.

El presente texto fue aprobado en Plenaria de 

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

* * *
TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA EL DÍA 12 
DE JUNIO DE 2013 AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 198 DE 2012 SENADO
por medio de la cual se reglamenta el horario 
de la jornada escolar para los menores que cur-
san hasta quinto grado de básica primaria, con el 

 
generaciones.

El Congreso de la República
DECRETA:

CAPÍTULO I
TÍTULO I

OBJETO Y ÁMBITO DE APLICACIÓN
Artículo 1°. Objeto. -

sarrollo integral de las nuevas generaciones del país 
y teniendo en cuenta la prevalencia de los derechos 
de los niños, reglaméntese el horario de la jornada 
de clases para los estudiantes que cursan hasta el 
grado quinto de básica primaria. 

Artículo 2°. Ámbito de aplicación. La presente 
normatividad aplica para toda la población escolar 
del país, que pertenece al Sistema de Educación 
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Colombiana que cursan educación inicial, educa-
ción preescolar y educación básica en el nivel pri-
maria, es decir, hasta el grado quinto. 

De igual forma, aplica para todas las Institucio-
nes Educativas del país, tanto públicas como pri-
vadas.

TÍTULO II
ESTUDIO PREVIO Y REGLAMENTACIÓN  

DE HORARIO
Artículo 3°. Estudio de horarios. El Ministerio 

de Educación Nacional con la cooperación del Ins-
tituto Nacional de Salud, realizará un estudio de la 
repercusión del horario de la jornada escolar actual 
sobre el desarrollo médico, psicológico, social y fa-

2° de la presente ley. 
Parágrafo. El marco de acción del estudio debe 

ser de acuerdo a las diferencias culturales, climáti-
cas y económicas de las regiones del país, así como 
las diversas modalidades de atención educativa en 
las grandes ciudades, ciudades intermedias, muni-
cipios y área rural del territorio nacional. 

Artículo 4°. Facultad de reglamentación. El 
Gobierno Nacional, en cabeza del Presidente de 
la República, en ejercicio de las facultades que le 

-
tución Política, los numerales 5.1 y 5.2 del artículo 
5° de la Ley 715 de 2001 , artículo 15 del Decreto 
número 1850 de 2002, el literal b) del artículo 41 
del Decreto-ley número 1278 de 2002, y con base 
en el informe realizado por el estudio que trata el 
artículo anterior, deberá reglamentar el horario de 

artículo 2° de la presente ley.
Artículo 5°. Sensibilización con la comunidad. 

El Ministerio de Educación Nacional en asocio con 
todas las Secretarías de Educación del país y las en-
tidades que hagan sus veces, 

deberán ade-
lantar acciones concertadas con la comunidad edu-

posible en la organización del horario de la jornada 
escolar. 

Artículo 6°. Vigencia y derogatoria. La presente 
ley rige a partir de la fecha de su promulgación, y 
deroga las disposiciones que le sean contrarias.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

Sesión Plenaria del Senado de la República el día 12 
de junio de 2013, al Proyecto de ley número 198 de 
2012 Senado, por medio de la cual se reglamenta el 
horario de la jornada escolar para los menores que 
cursan hasta quinto grado de básica primaria, con 

generaciones y de esta manera continúe su trámite 
legal y reglamentario en la honorable Cámara de 
Representantes.

El presente texto fue aprobado en Plenaria de 

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

* * *
TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA EL DÍA 11 
DE JUNIO DE 2013 AL PROYECTO DE LEY 

-

-

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. El presente proyecto de ley 
-

culo 27 del Decreto-ley 1228 de 1995 sobre el pe-
riodo de realización de los Juegos Deportivos Na-

° de la Ley 582 de 
2000 introduciendo cambio en la denominación del 
evento deportivo Juegos Paralímpicos Nacionales 

-
mente el periodo de realización de los Juegos Para-
nacionales.

Artículo 2°. Adiciónese un parágrafo transitorio 
al artículo 27 del Decreto-ley 1228 de 1995, el cual 
quedará así:

El periodo de los Juegos 
Deportivos Nacionales establecido en el presente 

sola vez para el desarrollo de la vigésima (XX) ver-
sión, los cuales se realizarán en el año 2015.

Una vez realizados los Juegos Deportivos Na-
cionales de la vigésima (XX) versión, en el año 
2015, el evento deportivo continuará realizándose 
cada cuatro (4) años.

Artículo 3°. Modifíquese y adiciónese un pa-
rágrafo transitorio al artículo 8° de la Ley 582 de 
2000, el cual quedará así:

° -
les con ciclo de cuatro (4) años. Se realizarán in-
mediatamente después y en la misma sede de los 
Juegos Deportivos Nacionales, con la misma es-
tructura y logística empleada en los Juegos Depor-
tivos Nacionales.

El periodo de los Juegos 
Paranacionales establecido en el artículo 8° de la 

por una sola vez para el desarrollo de la Cuarta (IV) 
versión, la cual se realizará en el año 2015.

Una vez realizada la Cuarta (IV) versión de los 
Juegos Paranacionales en el año 2015, el evento de-
portivo seguirá realizándose cada cuatro (4) años”.

Artículo 4°. Vigencia. La presente ley rige a par-
tir de la fecha de su promulgación y deroga las dis-
posiciones que le sean contrarias.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 
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Sesión Plenaria del Senado de la República el día 
11 de junio de 2013, al Proyecto de ley número 204 
de 2013 Senado, -

-
cionales y cambia la denominación del evento De-

-
gos Paranacionales y de esta manera continúe su 
trámite legal y reglamentario en la honorable Cá-
mara de Representantes.

El presente texto fue aprobado en Plenaria de 

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

* * *
TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA EL DÍA 18 
DE JUNIO DE 2013 AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 209 DE 2013 SENADO, 267 DE 2013 

CÁMARA
por medio de la cual se regula el derecho funda-
mental a la salud y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de la República
DECRETA:

CAPÍTULO I
 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 
objeto garantizar el derecho fundamental a la salud, 
regularlo y establecer sus mecanismos de protec-
ción.

Artículo 2°. Naturaleza y contenido del derecho 
fundamental a la salud. El derecho fundamental a 
la salud es autónomo e irrenunciable en lo indivi-
dual y en lo colectivo.

Comprende el acceso a los servicios de salud 

preservación, el mejoramiento y la promoción de la 
salud. El Estado adoptará políticas para asegurar la 
igualdad de oportunidades en el acceso a las 
actividades de promoción, prevención, diagnóstico, 
tratamiento, rehabilitación y paliación para todas 
las personas. 

 Su prestación como 
servicio público esencial obligatorio, se ejecuta 
bajo la indelegable dirección, supervisión, -

 y control del Estado.
Ámbito de aplicación.

la presente ley se aplica a todos  agentes, usua-
rios y demás que intervengan de manera directa o 
indirecta, 

-

Artículo 4°.  Es 
el conjunto articulado y armónico de principios y 
normas; políticas públicas; instituciones; compe-
tencias y procedimientos; facultades, obligaciones, 

-
formación y evaluación, que el Estado disponga 
para la garantía y materialización del derecho fun-
damental de la salud.

Artículo 5°. Obligaciones del Estado. El Estado 
es responsable de respetar, proteger y garantizar el 
goce efectivo del derecho fundamental a la salud; 
para ello deberá:

a) Abstenerse de  directa o indirectamen-
te el disfrute del derecho fundamental a la salud, 
de adoptar decisiones que lleven al deterioro de la 
salud de la población y de realizar cualquier acción 
u omisión que pueda resultar en un daño en la salud 
de las personas;

b) Formular y adoptar políticas de salud diri-
gidas a garantizar el goce efectivo del derecho en 
igualdad de oportunidades para toda la 
población, asegurando para ello la coordinación 
armónica de las acciones de todos los agentes del 
Sistema;

c) Formular y adoptar políticas que propendan 
por la promoción de la salud, prevención y atención 
de la enfermedad y rehabilitación de sus secuelas, 
mediante acciones colectivas e individuales;

d) Establecer mecanismos para evitar la viola-
ción del derecho fundamental a la salud y determi-
nar su régimen sancionatorio;

e) Ejercer una adecuada inspección, vigilancia y 
control mediante un órgano y/o las entidades espe-
cializadas que se determinen para el efecto;

f) Velar por el cumplimiento de los principios 
del derecho fundamental a la salud en todo el terri-
torio nacional, según las necesidades de salud de la 
población;

g) Realizar el seguimiento continuo de la evolu-
ción de las condiciones de salud de la población a 
lo largo del ciclo de vida de las personas;

h) Realizar evaluaciones sobre los resultados de 
goce efectivo del derecho fundamental a la salud, 
en función de sus principios y sobre la forma como 
el Sistema avanza de manera razonable y progresi-
va en la garantía al derecho fundamental de salud;

i) Adoptar la regulación y las políticas indispen-
-

necesidades en salud de la población.
Intervenir el mercado de medicamentos, dispo-

optimizar su utilización, evitar las inequidades en 
el acceso, asegurar la calidad de los mismos o en 
general cuando pueda derivarse una grave afecta-
ción de la prestación del servicio.

Artículo 6°. Elementos y principios del derecho 
fundamental a la salud. El derecho fundamental a 
la salud incluye los siguientes elementos esenciales 
e interrelacionados:
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a) El Estado deberá garantizar 
la existencia de servicios y tecnologías e institucio-
nes de salud, así como de programas de salud y per-
sonal médico y profesional competente;

b) Los diferentes agentes del 
sistema deberán ser respetuosos de la ética médica 
así como de las diversas culturas de las personas, 
minorías étnicas, pueblos y comunidades, respetan-
do sus particularidades socioculturales y cosmovi-
sión de la salud, permitiendo su participación en las 
decisiones del sistema de salud que le afecten, de 
conformidad con el artículo 12 de la presente ley y 
responder adecuadamente a las necesidades de sa-
lud relacionadas con el género y el ciclo de vida. 
Los establecimientos deberán prestar los servicios 
para mejorar el estado de salud de las personas den-

c)  Los servicios y tecnologías de 
salud deben ser accesibles a todos en condiciones 

de los diversos grupos vulnerables y al pluralismo 
cultural. La accesibilidad comprende la no discri-
minación, la accesibilidad física, la asequibilidad 
económica y el acceso a la información;

d)  Los esta-
blecimientos, servicios y tecnologías de salud de-
berán estar centrados en el usuario, ser apropiados 
desde el punto de vista médico y técnico y respon-
der a estándares de calidad aceptados por las co-

personal de la salud adecuadamente competente, 
enriquecida con educación continua e investigación 

de los servicios y tecnologías ofrecidos.
Así mismo, el derecho fundamental a la salud 

comporta los siguientes principios:
a) Los  en el territo-

rio colombiano gozarán efectivamente del derecho 
fundamental a la salud en todas las etapas de la 
vida;

b)  Las autoridades y demás acto-
res del sistema de salud, adoptarán la interpretación 
de las normas vigentes que sea más favorable a la 
protección del derecho fundamental a la salud de 
las personas;

c)  El Estado debe adoptar políticas 
-

to de la salud de personas de escasos recursos, de 
los grupos vulnerables y de los sujetos de especial 
protección;

d)  Las personas tienen derecho a 
recibir los servicios de salud de manera continua. 
Una vez la provisión de un servicio ha sido inicia-
da, este no podrá ser interrumpido de manera in-
tempestiva y arbitraria por razones administrativas 
o económicas;

e)  La prestación de los servicios 
y tecnologías de salud que se requieran con nece-
sidad deben proveerse sin dilaciones que puedan 
agravar la condición de salud de las personas;

El Estado 

garantizar la protección especial de las niñas, niños, 
mujeres en estado de embarazo y  
en el marco del sistema de salud. También adoptará 
políticas de promoción y prevención dirigidas espe-

g) El Estado 

garantizar la  niñas, niños y 

-

;
h)  El Estado pro-

moverá la correspondiente ampliación gradual y 
continua del acceso a los servicios y tecnologías de 
salud, la mejora en su prestación, la ampliación de 
capacidad instalada del sistema de salud y el mejo-
ramiento del talento humano, así como la reducción 
gradual y continua de barreras culturales, económi-

impidan el goce efectivo del derecho fundamental 
a la salud; 

i)  Las personas tienen la liber-
tad de elegir sus prestadores de servicios de salud 
dentro de la  disponible. La libertad de elegir 
prestadores de servicios de salud se sujetará a las 
siguientes reglas: i) La oferta general de prestado-
res podrá ser limitada por la autoridad estatal com-
petente que determine la ley, con base en razones 

-
vicio, y ii) Los cambios en la oferta de prestadores 

disminuir la calidad o afectar la continuidad en la 
provisión del servicio y deberán contemplar meca-
nismos de transición para evitar una afectación de 
la salud del usuario;

j) . El Estado dispondrá, por los 
medios que la ley estime apropiados, los recursos 

-
mente el goce efectivo del derecho fundamental a 
la salud, -

;
k)  El sistema está basado en el mu-

tuo apoyo entre las personas, generaciones, los sec-
tores económicos, las regiones y las comunidades;

-
-
-

-

-

-

-
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-
-

-

-
-

Parágrafo. Los principios enunciados en este ar-
tículo se deberán interpretar de manera armónica 
sin privilegiar alguno de ellos sobre los demás. Lo 
anterior no obsta para que sean adoptadas acciones 

-
tección constitucional como la promoción del inte-
rés superior de las niñas, niños y mujeres en estado 
de embarazo y personas de escasos recursos, gru-
pos vulnerables y sujetos de especial protección. 

Artículo 7°. Evaluación anual de los indica-
dores del goce efectivo. El Ministerio de Salud y 
Protección Social divulgará evaluaciones anuales 
sobre los resultados de goce efectivo del derecho 
fundamental a la salud, en función de los elementos 
esenciales de accesibilidad, disponibilidad, acepta-
bilidad y calidad.

Con base en los resultados de dicha evaluación 
se deberán diseñar e implementar políticas públicas 
tendientes a mejorar las condiciones de salud de la 
población. 

El informe sobre la evolución de los indicado-
res de goce efectivo del derecho fundamental a la 
salud deberá ser presentado a todos los agentes del 
sistema.

Artículo 8°. La integralidad. Los servicios y 
tecnologías de salud deberán ser suministrados 
de manera completa para prevenir, paliar o curar 
la enfermedad, con independencia del origen de la 
enfermedad o condición de salud, del sistema de 

el legislador. No podrá fragmentarse la responsabi-
lidad en la prestación de un servicio de salud espe-

En los casos en los que exista duda sobre el al-
cance de un servicio o tecnología de salud cubierto 
por el Estado, se entenderá que este comprende to-
dos los elementos esenciales para lograr su objetivo 

diagnosticada.
Parágrafo 1°. Para efectos del presente artículo 

se entiende por tecnología o servicio de salud aque-
llos directamente relacionados con el tratamiento 
y el cumplimiento del objetivo preventivo o tera-
péutico. -

-

-

Parágrafo 2°. Para efectos del presente artículo 
las prestaciones de carácter individual, tales como 
la alimentación, el transporte, la educación, la ha-
bitación y los demás servicios o tecnologías de 
concomitantes para el manejo de las condiciones 
sociales, económicas, biológicas y comportamien-

destinados al cubrimiento de los servicios y tecno-

de estos servicios y tecnologías.
Excepcionalmente para casos que afecten o pon-

gan en grave riesgo la salud de una comunidad po-
drán concurrir los recursos del sistema.

Artículo 9°. Determinantes sociales de salud. Es 
deber del Estado adoptar políticas públicas dirigi-
das a lograr la reducción de las desigualdades de los 
determinantes sociales de la salud que incidan en el 
goce efectivo del derecho a la salud, promover el 
mejoramiento de la salud, prevenir la enfermedad 
y elevar el nivel de la calidad de vida. Estas políti-
cas estarán orientadas principalmente al logro de la 
equidad en salud.

El legislador creará los mecanismos que permi-
-

res que tienen un impacto directo en los resultados 
en salud y determinará los procesos para que las 
autoridades del sector salud participen en la toma 
de decisiones conducentes al mejoramiento de di-
chos resultados.

Parágrafo. Se entiende por determinantes so-
ciales de salud aquellos factores que determinan 
la aparición de la enfermedad, tales como los so-
ciales, económicos, culturales, nutricionales, am-
bientales, ocupacionales, habitacionales, de edu-
cación y de acceso a los servicios públicos, los 

los destinados al cubrimiento de los servicios y 
tecnologías de salud.

Artículo 10. Derechos y deberes de las perso-
nas, relacionados con la prestación del servicio de 
salud. Las personas tienen los siguientes derechos 
relacionados con la prestación del servicio de salud:

a) A acceder a los servicios y tecnologías de sa-
lud, que le garanticen una atención integral, oportu-
na y de alta calidad;

b) Recibir la atención de urgencias que sea re-
querida con la oportunidad que su condición ameri-
te sin que sea exigible documento o cancelación de 
pago previo alguno;

c) A mantener una comunicación plena, perma-
nente, expresa y clara con el profesional de la salud 
tratante; 

-
ciente por parte del profesional de la salud tratante 
que le permita tomar decisiones libres, conscientes 
e informadas respecto de los procedimientos que le 
vayan a practicar y riesgos de los mismos. Ninguna 
persona podrá ser obligada, contra su voluntad, a 
recibir un tratamiento de salud;

e) A recibir prestaciones de salud en las condi-
ciones y términos consagrados en la ley;
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f) A recibir un trato digno, respetando sus creen-
cias y costumbres, así como las opiniones persona-
les que tengan sobre los procedimientos;

g) A que la historia clínica sea tratada de manera 

ser conocida por terceros, previa autorización del 
paciente o en los casos previstos en la ley, y a poder 
consultar la totalidad de su historia clínica en forma 
gratuita y a obtener copia de la misma -

;
h) A que se le preste durante todo el proceso de 

la enfermedad, asistencia de calidad por trabajado-
res de la salud debidamente capacitados y autoriza-
dos para ejercer; 

i) A la provisión y acceso oportuno a las tecnolo-
gías y a los medicamentos requeridos; 

j) A recibir los servicios de salud en condiciones 
de higiene, seguridad y respeto a su intimidad;

-
dad de toda la información que sea suministrada en 
el ámbito del acceso a los servicios de salud y de las 
condiciones de salud y enfermedad de la persona, 
sin perjuicio de la posibilidad de acceso a la misma 
por los familiares en los eventos autorizados por la 
ley o las autoridades en las condiciones que esta 
determine;

l) A recibir información sobre los canales forma-
les para presentar reclamaciones, quejas, sugeren-
cias y en general, para comunicarse con la adminis-
tración de las instituciones, así como a recibir una 
respuesta por escrito; 

m) A solicitar y recibir explicaciones o rendición 
de cuentas acerca de los costos por los tratamientos 
de salud recibidos;

n) A que se le respete la voluntad de aceptación 
o negación de la donación de sus órganos de con-
formidad con la ley;

o) A no ser sometidos en ningún caso a tratos 
crueles o inhumanos que afecten su dignidad, 

ni obligados 
a padecer enfermedades que pueden recibir trata-
miento;

p) A que no se le trasladen las cargas adminis-
trativas y burocráticas que le corresponde asumir a 
los encargados o intervinientes en la prestación del 
servicio; 

q) Agotar las posibilidades razonables de tra-
tamiento efectivo para la superación de su enfer-
medad;

Son deberes de las personas relacionados 
con el servicio de salud, los siguientes:

a) Propender por su autocuidado, el de su fami-
lia y el de su comunidad;

b) Atender oportunamente las recomendaciones 
formuladas en los programas de promoción y pre-
vención;

c) Actuar de manera solidaria ante las situacio-
nes que pongan en peligro la vida o la salud de las 
personas;

d) Respetar al personal responsable de la presta-
ción y administración de los servicios salud;

e) Usar adecuada y racionalmente las prestacio-
nes ofrecidas, así como los recursos del sistema;

f) Cumplir las normas del sistema de salud;
g) Actuar de buena fe frente al sistema de salud;
h) Suministrar de manera voluntaria, oportuna y 

-
tos del servicio;

de los gastos que demande la atención en salud y la 
seguridad social en salud, de acuerdo con su capa-
cidad de pago. 

Parágrafo 1°. Los efectos del incumplimiento de 
estos deberes solo podrán ser determinados por el 
legislador. En ningún caso su incumplimiento po-
drá ser invocado para impedir o restringir el acceso 
oportuno a servicios de salud requeridos con nece-
sidad.

Parágrafo 2° -
ticas necesarias para promover el cumplimiento de 
los deberes de las personas, sin perjuicio de lo esta-
blecido en el parágrafo 1°.

Artículo 11. Sujetos de especial protección. La 
atención de niños, niñas y adolescentes, mujeres en 
estado de embarazo, desplazados, víctimas de vio-

mayor, 
y personas en condición 

de discapacidad, gozarán de especial protección 
por parte del Estado. Su atención en salud no es-
tará limitada por ningún tipo de restricción admi-
nistrativa o económica. Las instituciones que hagan 

atención intersectoriales e interdisciplinarios que le 
garanticen las mejores condiciones de atención.

En el caso de las mujeres en estado de embarazo, 
se adoptarán medidas para garantizar el acceso a 
los servicios de salud que requieren con necesidad 
durante el embarazo y con posterioridad al mismo 
y para garantizar que puedan ejercer sus derechos 
fundamentales en el marco del acceso a servicios 
de salud. 

Parágrafo 1°. Las víctimas de cualquier tipo de 
violencia sexual tienen derecho a acceder de mane-
ra prioritaria a los tratamientos psicológicos y psi-
quiátricos que requieran. 

Parágrafo 2°. En el caso de las personas víctimas 

desarrollará el programa de atención psicosocial y 
salud integral a las víctimas de que trata el artículo 
137 de la Ley 1448 de 2011.

CAPÍTULO II
 

Artículo 12. Participación en las decisiones del 
sistema de salud. El Derecho a la salud compren-
de 

. Este derecho 
incluye:
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a) Participar en la formulación de la política de 
salud así como en los planes para su implementa-
ción;

b) Participar en las instancias de deliberación, 
veeduría y seguimiento del sistema;

c) Participar en los programas de promoción y 
prevención que sean establecidos;

d) Participar en las decisiones de inclusión o ex-
clusión de servicios y tecnologías;

prioridades de salud;

una limitación o restricción en las condiciones de 
acceso a establecimientos de salud;

g) Participar en la evaluación de los resultados 
de las políticas de salud.

Artículo 13. Redes de servicios. El sistema de 
salud estará organizado en redes integrales de ser-
vicios de salud, las cuales podrán ser públicas, pri-
vadas o mixtas.

Artículo 14. Prohibición de la negación de pres-
tación de servicios.

entre el presta-
dor de servicios y la entidad que cumpla la función 
de gestión de servicios. El Ministerio de Salud y 
Protección Social 

Parágrafo. En los casos de negación de los ser-
vicios que comprenden el derecho fundamental a 
la salud con independencia a su circunstancia, el 

sanciones penales y disciplinarias tanto de los re-
presentantes legales de las entidades a cargo de la 
prestación del servicio, como de las demás perso-
nas que  a la misma. 

-

Artículo 15. Prestaciones de salud. El Sistema 
garantizará el derecho fundamental a la salud a 
través de la prestación de servicios y tecnologías, 
estructurados sobre una concepción integral de la 
salud, que incluya su promoción, la prevención, la 
paliación, la atención de la enfermedad y rehabili-
tación de sus secuelas. 

En todo caso, los recursos públicos asignados a 

y tecnologías en los que se advierta alguno de los 
siguientes criterios: 

-
pósito cosmético o suntuario no relacionado con la 
recuperación o mantenimiento de la capacidad fun-
cional o vital de las personas;

-

efectividad clínica;
d) Que su uso no haya sido autorizado por la 

autoridad competente;
e) Que se encuentren en fase de experimenta-

ción;

f) 
Los servicios o tecnologías que cumplan con 

esos criterios serán explícitamente excluidos por el 
Ministerio de Salud y Protección Social o la autori-
dad competente que determine la ley ordinaria, pre-

público, colectivo, participativo y transparente. En 
cualquier caso, se deberá evaluar y considerar el 
criterio de expertos independientes de alto nivel, 
de las asociaciones profesionales de la especiali-
dad correspondiente y de los pacientes que serían 
potencialmente afectados con la decisión de exclu-
sión. Las decisiones de exclusión no podrán resul-
tar en el fraccionamiento de un servicio de salud 
previamente cubierto, y ser contrarias al principio 
de integralidad 

-

Parágrafo 1°. El Ministerio de Salud y Protec-
ción Social tendrá hasta dos años para implementar 
lo señalado en el presente artículo. En este lapso el 
Ministerio podrá desarrollar el mecanismo técnico, 
participativo y transparente para excluir servicio o 
tecnologías de salud.

-
-
-

-

-

-

Acción especial de nulidad en sa-
lud.

Artículo 17. Procedimiento de resolución de 
-

lud.
y/o alternativas terapéuticas generadas a partir de la 
atención, serán dirimidos por las juntas médicas de 
los prestadores de servicios de salud o por las juntas 
médicas de la red de prestadores de servicios salud, 
de acuerdo con el procedimiento que determine la 
ley.

CAPÍTULO III

Artículo 18. Autonomía profesional. Se garan-
tiza la autonomía de los profesionales de la salud 
para adoptar decisiones sobre el tratamiento de los 
pacientes que tienen a su cargo. Esta autonomía 
será ejercida en el marco de esquemas de autorre-
gulación. 
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La vulneración de esta disposición será sancio-
nada por los tribunales u organismos profesionales 
competentes y por los organismos de inspección, 
vigilancia y control en el ámbito de sus competen-
cias. 

Parágrafo. Queda expresamente prohibida la 
promoción u otorgamiento de cualquier tipo de pre-
bendas o dadivas a profesionales y trabajadores de 
la salud en el marco de su ejercicio laboral, sean 
estas en dinero o en especie por parte de provee-
dores; empresas farmacéuticas, productoras, dis-
tribuidoras o comercializadoras de medicamentos 
o de insumos, dispositivos y/o equipos médicos o 
similares.

Artículo 19. Respeto a la dignidad de los profe-
sionales y trabajadores de la salud. Los trabajado-
res, y en general el talento humano en salud, estarán 
amparados por condiciones laborales justas y dig-
nas, con estabilidad y facilidades para incrementar 
sus conocimientos, de acuerdo con las necesidades 
institucionales.

CAPÍTULO IV

Artículo 20. Política para el manejo de la infor-
mación en salud.
veraz, oportuno, pertinente y transparente de los 
diferentes tipos de datos generados por todos los 
actores, en sus diferentes niveles y su transforma-
ción en información para la toma de decisiones, se 
implementará una política que incluya un sistema 
único de información en salud, que integre los com-

-

Los agentes del Sistema deben suministrar la 
información que requiera el Ministerio de Salud y 
Protección Social, en los términos y condiciones 
que se determine.

Artículo 21. De la política pública en salud. El 
Gobierno Nacional deberá implementar una políti-
ca social de Estado que permita la articulación in-
tersectorial con el propósito de garantizar los com-
ponentes esenciales del derecho, afectando de ma-
nera positiva los determinantes sociales de la salud.

De igual manera dicha política social de Estado 
se deberá basar en la promoción de la salud, pre-
vención de la enfermedad y su atención integral, 
oportuna y de calidad, al igual que rehabilitación.

Artículo 22. Divulgación de información sobre 
 El Estado deberá promover 

la divulgación de información sobre los principa-
les avances en el 
campo de la salud, así como el mejoramiento en las 
prácticas clínicas y las rutas críticas.

Artículo 23. Política de innovación, ciencia y 
tecnología en salud. El Estado deberá establecer 
una política de innovación, ciencia y tecnológica 
en salud, orientada a la investigación y generación 
de nuevos conocimientos en salud, la adquisición 
y producción de las tecnologías, equipos y herra-
mientas necesarias para prestar un servicio de salud 
de alta calidad que permita el mejoramiento de la 
calidad de vida de la población.

Artículo 24. Política farmacéutica nacional. 
El Gobierno nacional establecerá una política far-
macéutica nacional, programática e integral en la 

-
-

miento, producción, compra y distribución de los 
insumos, tecnologías y medicamentos, así como los 
mecanismos de regulación de precios de medica-
mentos. Esta política estará basada en criterios de 

oportunidad.
Con el objetivo de mantener la transparencia en 

la oferta de medicamentos necesarios para proteger 
el derecho fundamental a la salud, una vez por se-
mestre la entidad responsable de la expedición del 
registro sanitario, emitirá un informe de carácter 
público sobre los registros otorgados a nuevos me-
dicamentos incluyendo la respectiva información 
terapéutica. Así mismo, remitirá un listado de los 
registros negados y un breve resumen de las razo-

Artículo 25. Deber de garantizar la disponibi-
lidad de servicios en zonas marginadas. El Estado 
deberá garantizar la disponibilidad de los servicios 
de salud para toda la población en el territorio na-
cional, en especial, en las zonas marginadas o de 
baja densidad poblacional. La extensión de la red 
pública hospitalaria no depende de la rentabilidad 
económica, sino de la rentabilidad social. En zonas 
dispersas, el Estado deberá adoptar medidas razo-

-

accedan oportunamente a los servicios de salud que 
requieran con necesidad.

Artículo 26. Destinación e inembargabilidad de 
los recursos.
salud son inembargables, tienen destinación especí-

previstos constitucional y legalmente.
De la Defensoría del Paciente. 

Artículo 28. Vigencia y derogatorias. La presen-
te ley rige a partir de su publicación y deroga las 
disposiciones que le sean contrarias.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

Sesión Plenaria del Senado de la República el día 
4 de junio de 2013, al Proyecto de ley 209 de 2013 
Senado, 267 de 2013 Cámara, por medio de la cual 
se regula el derecho fundamental a la salud y se 
dictan otras disposiciones y de esta manera conti-
núe su trámite legal y reglamentario en la honora-
ble Cámara de Representantes.
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El presente texto fue aprobado en Plenaria de 

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

* * *
TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA EL DÍA 12 
DE JUNIO DE 2013 AL PROYECTO DE LEY 

CÁMARA
por la cual se otorgan facultades extraordinarias 
pro témpore al Presidente de la República para mo-

Fiscalía General de la Nación y expedir su régimen 
de carrera y situaciones administrativas.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. Facultades extraordinarias. De 
conformidad con lo establecido en el artículo 150 
numeral 10 de la Constitución Política, revístese al 
Presidente de la República de precisas facultades 
extraordinarias, por el término de seis (6) meses, 
contados a partir de la fecha de publicación de la 
presente ley para expedir normas con fuerza mate-
rial de ley, dirigidas a:

funcional de la Fiscalía General de la Nación y sus 
servidores;

General de la Nación, creando, suprimiendo o mo-

-
-

operacionales;
c) Expedir el régimen de carrera especial de la 

Fiscalía General de la Nación y de sus entidades 
adscritas y el de las situaciones administrativas de 
sus servidores;

d) Crear una institución universitaria como esta-
blecimiento público de orden nacional, cuyo objeto 
consistirá en prestar el servicio público de educa-
ción superior para la formación y el conocimiento 

y de las distintas áreas del saber que requiere la Fis-
calía General de la Nación y sus entidades adscri-

como su modernización y la capacitación continua 
de sus agentes que ejercen dichas profesiones, me-
diante el ejercicio de las funciones de docencia, in-
vestigación y extensión universitaria.

Dicha institución universitaria estará adscrita 
a la Fiscalía General de la Nación, por lo que sus 
recursos de funcionamiento ordinario e inversión 
ordinaria, deberán ser incorporados al presupuesto 
de la Fiscalía.

El acto de creación determinará la denominación 
del establecimiento público, su estructura orgánica 
y funcionamiento. Su régimen académico será el 
previsto en las leyes que regulan la educación su-
perior.

-
.

. Al ejercer las facultades ex-
traordinarias conferidas por esta ley, el Presidente 
de la República garantizará la estabilidad laboral de 
los funcionarios de la Fiscalía General de la Na-
ción. Los funcionarios que al momento del desarro-
llo de las facultades conferidas en la presente ley se 
encuentren laborando en cargos que sean suprimi-

-
gos de igual, similar o superior categoría al que se 
encuentren prestando servicios. Igualmente el Pre-
sidente de la República deberá buscar que se cum-
pla el principio de que a trabajo igual desempeñado 
en condiciones iguales y bajo idénticos requisitos, 
deben corresponder salarios y prestaciones iguales.

Artículo 2°. Créase una Comisión de Segui-
para la elaboración de los decretos leyes 

que se dicten en ejercicio de las facultades extraor-
dinarias conferidas por esta ley, la cual será inte-
grada por cinco (5) Representantes a la Cámara y 

composición política de sus integrantes.
La  de los miembros de la Comisión 

de Seguimiento corresponderá a las Comisiones 
Primeras Constitucionales de Cámara y Senado, 
respectivamente. 

Artículo 3°. Vigencia. La presente ley rige a par-
tir de la fecha de su promulgación. 

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

Sesión Plenaria del Senado de la República el día 
12 de junio de 2013, 241 de 2013 Senado, 193 de 
2012 Cámara, por la cual se otorgan facultades 
extraordinarias pro témpore al Presidente de la 

de personal de la Fiscalía General de la Nación 
y expedir su régimen de carrera y situaciones ad-
ministrativas y de esta manera continúe su trámite 
legal y reglamentario en la honorable Cámara de 
Representantes.

El presente texto fue aprobado en Plenaria de 

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.
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TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA EL DÍA 12 
DE JUNIO DE 2013 AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 257 DE 2012 SENADO, 095 DE 2011 

CÁMARA
por medio de la cual se garantiza la educación de 
posgrados al 0.1% de los mejores profesionales gra-
duados en las instituciones de educación superior pú-

blicas y privadas del país.
El Congreso de la República

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 

objeto mejorar la investigación y la calidad de la 
educación superior, garantizando el estudio de pos-
grados, para el 0.1% de los estudiantes graduados 
por semestre de las Instituciones de Educación Su-
perior públicas y privadas. 

Artículo 2°. Modalidades de posgrados. La pre-
sente ley establece que las modalidades de posgra-
dos son: Especializaciones, Maestrías y Doctora-
dos.

Artículo 3°. Realización de los estudios. Los es-
tudios podrán realizarse en Colombia o en el Exte-
rior. 

Artículo 4°. El Gobierno Nacional reglamentará 
los requisitos para acceder a las becas de que trata 
la presente ley, consagrando como mínimo los si-
guientes requisitos: 

1. Ser colombiano de nacimiento. 
2. No tener antecedentes penales, ni discipli-

narios. 
3. Privilegiando al mérito. 
4. Cumplir con los requisitos de admisión de la 

Institución de Educación Superior a la cual aspire 
ingresar. 

5. Contar con título de pregrado. 
6. Que en el momento de presentarse para obte-

2 años de haber sido otorgado. 
7. No haber incurrido en faltas disciplinarias en 

el desarrollo de su pregrado. 
8. Acreditar un promedio general durante el pre-

grado no inferior a 3.7 o su equivalente. 

otro programa que sea apoyado con recursos del 
Estado.

Parágrafo. En caso de programas en el exterior 
que sean convalidables se requerirá, además de los 
requisitos anteriores: 

1. Carta de aceptación expedida por la Institu-
ción de Educación Superior en el Exterior. 

2. En caso de no contar con la aceptación, carta 
o correo electrónico de la Institución de Educación 
Superior, a la que se postula, que demuestre que 
está adelantando un proceso de admisión. 

3. Carta de tutor, en caso de doctorados. 
4. Regreso al país, a la culminación de estudios 

y obtención de grado.

Artículo 5 Procedimiento de Selección. El Mi-
nisterio de Educación Nacional diseñará un proceso 
de selección meritocrático para la asignación de las 
becas, el cual tendrá en cuenta la situación socioe-
conómica del aspirante. 

Parágrafo. El Ministerio de Educación Nacional 
reglamentará cuántas becas se otorgarán para cada 
una de las áreas del conocimiento en función de las 
necesidades del país, de conformidad con el artícu-
lo 1° de la presente ley. 

Artículo 6°. Contenido de la beca. La beca para 
estudios de posgrados será integral y deberá con-
tener: 

1. El pago de la matrícula de la totalidad de se-
mestres del posgrado. 

2. Una ayuda económica para el sostenimiento. 
3. Gastos de transporte. 
4. Una ayuda económica para la compra de ma-

teriales educativos. 
5. Y las otras que se consideren pertinentes para 

el buen desempeño del estudiante. Parágrafo 1°. De 

5 gozarán únicamente los estudiantes que demues-

en el programa.
Parágrafo 2°. Cuando los estudios sean reali-

zados en Colombia, mientras se desarrolle los es-
tudios de posgrados, en el marco de la autonomía 
universitaria, el becario ejercerá las labores de asis-
tente docente y/o auxiliar docente. 

Cuando ejerza estas labores, el estudiante como 
contraprestación recibirá por parte de la Institución 
de Educación Superior, recursos económicos para 
suplir los numerales 2 y 3 del presente artículo.

Artículo 7°. Control y seguimiento. El Icetex po-
drá solicitar en cualquier momento al estudiante o 
directamente a la Institución de Educación Superior 

-
nales de notas. 

Artículo 8°. Pérdida de la beca. La beca podrá 
ser retirada en cualquier momento si se demuestran 
algunas de las siguientes circunstancias: 

1. Bajo rendimiento académico. 
2. Inasistencia a las clases. 
3. Violación a los reglamentos internos estudian-

tiles de la universidad o institución de educación 
superior. 

4. Por la ocurrencia de hechos delictivos. 
Parágrafo. Cuando el becario perdiere la beca, 

deberá cancelar a favor de la Nación los recursos 
que fueren invertidos en sus estudios hasta ese mo-
mento. 

Artículo 9°. Compromisos del becario. El Insti-
tuto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios 
Técnicos en el Exterior (Icetex), deberá suscribir 
un compromiso con el estudiante becado donde se 
comprometa a que terminados los estudios de pos-
grados, regresará al país a la Institución de Educa-
ción Superior Pública o Privada, de la que egresó, 
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a cumplir con labores de docencia o investigación, 
sin dedicación exclusiva, por el término de dura-
ción del posgrado. 

Parágrafo. Si al terminar los estudios el becario 
no fuere admitido en la Institución de Educación 
Superior de la cual egresó, deberá participar de las 
diferentes convocatorias docentes y de investiga-
ción en las IES del país hasta que sea admitido y 
pueda cumplir con el compromiso del que trata el 
presente artículo. 

Artículo 10. Presupuesto para las becas. Auto-
rícese al Gobierno Nacional para que incluya en el 
Presupuesto General de la Nación, para próximas 

Artículo 11. Reglamentación. El Ministerio de 
Educación con el Icetex, tendrá un término de 6 
meses para reglamentar todas las materias conteni-
das en esta ley. 

Artículo 12. Vigencia y derogatoria. La presente 
ley rige a partir de su promulgación y deroga todas 
las disposiciones que le sean contrarias. 

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

Sesión Plenaria del Senado de la República el día 
12 de junio de 2013, Proyecto de ley número 257 
de 2012 Senado, 095 de 2011 Cámara, por medio 
de la cual se garantiza la educación de posgrados 
al 0.1% de los mejores profesionales graduados en 
las instituciones de educación superior públicas y 
privadas del país y de esta manera continúe su trá-
mite legal y reglamentario en la honorable Cámara 
de Representantes.

El presente texto fue aprobado en Plenaria de 

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

* * *
TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA 
DEL SENADO DE LA REPÚBLICA EL DÍA 12 
DE JUNIO DE 2013 AL PROYECTO DE LEY 

CÁMARA
por medio de la cual se adiciona un parágrafo al 
artículo 3°, de la Ley 923 de 2004, mediante la 
cual se señalan las normas, objetivos y criterios 
que deberán observar el Gobierno Nacional para 

de retiro de los miembros de la Fuerza Pública de 
conformidad con lo establecido en el artículo 150, 
numeral 19, literal e) de la Constitución Política, 
se crean unos estímulos en materia de vivienda y 

educación y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de la República

DECRETA:
Artículo 1°. Adiciónese un parágrafo al artículo 

3° de la Ley 923 de 2004, el cual quedará así:

Sistema de tiempos dobles. -
-

la Policía Nacional, agentes y auxiliares de la Po-
licía Nacional, soldados profesionales o regulares 
e infantes de marina profesionales de las Fuerzas 
Militares, que en actos del servicio hayan sido se-
cuestrados por grupos armados al margen de la ley, 
se les computará bajo el sistema de tiempos dobles 
del servicio, los días, meses o años que permanez-
can desaparecidos o en cautiverio, para acceder a la 
asignación de retiro o pensión.

aplicarán para los casos ocurridos a partir del 1° de 
enero de 1990 y hasta la fecha de entrada en vigen-
cia de la presente ley.

Artículo 2°. Los miembros de la Fuerza Pública 
que hayan sido víctimas del secuestro y acreedores 

-
drán renunciar a este derecho si así lo consideran.

Artículo 3°. Exclusiones. El Sistema de tiem-
pos dobles de que trata el parágrafo que hará parte 
del artículo 3° de la Ley 923 de 2004, no da lugar 
al pago en dinero, ni podrá operar para la carrera 

del nivel ejecutivo de la Policía Nacional, agentes 
y auxiliares de la Policía Nacional, soldados profe-
sionales o regulares e infantes de marina profesio-
nales de las Fuerzas Militares, ni podrán ser tenidos 
en cuenta como factor salarial o para la liquidación 

Artículo 4°. Declaratoria de muerte presunta. 
El cómputo de tiempos dobles cesará por la decla-
ratoria de muerte presunta por desaparecimiento 

de vida del secuestrado, la entidad o Caja reconoce-
dora de la pensión o de la asignación, según el caso, 
estará legitimada para instaurar la respectiva acción 
judicial de declaratoria de muerte presunta por des-
aparecimiento conforme a las normas procesales y 
sustanciales aplicables.

Artículo 5°. Irretroactividad de la ley frente a 
situaciones jurídicas consolidadas. El sistema de 
tiempos dobles no aplicará a pensiones y de asig-
naciones de retiro causadas con anterioridad a la 
vigencia de la presente ley.

Artículo 6°. Vivienda. Los hogares conformados 
-

ejecutivo de la Policía Nacional, agentes y auxilia-
res de la Policía Nacional, soldados profesionales 
o regulares e infantes de marina profesionales de 
las Fuerzas Militares, que a la fecha de entrada en 
vigencia de la presente ley, hubiesen o estén se-
cuestrados por grupos armados al margen de la ley, 
accederán de manera prioritaria a la asignación de 
una vivienda digna dentro de los programas de vi-
vienda establecidos por el Gobierno Nacional y los 
que implemente para el cumplimiento de la presen-
te ley.
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Parágrafo único. La asignación de vivienda de 
que trata el presente artículo se otorga por una sola 

vivienda establecida para el personal militar y de 
Policía Nacional.

Artículo 7°. Condiciones de acceso. El Ministe-
rio de Vivienda, Ciudad y Territorio reglamentará 
las condiciones especiales de acceso a la vivienda 
de los hogares conformados por el personal de las 
Fuerzas Militares que se hagan acreedores a los be-

Artículo 8°. Educación -
-

Nacional, agentes y auxiliares de la Policía Nacio-
nal, soldados profesionales o regulares e infantes 
de marina profesionales de las Fuerzas Militares, 
que a la fecha de entrada en vigencia de la presente 
ley, hubiesen sido secuestrados por grupos armados 
al margen de la ley, y a los hijos de los mismos, se 

de la Ley 1081 de 2006.
Parágrafo único. El servicio Nacional de Apren-

dizaje (SENA), implementará programas orienta-
dos a la capacitación y elaboración de proyectos 
productivos para poder acceder al Fondo Empren-

-
-

les, personal del nivel ejecutivo, agentes y auxilia-
res de la Policía Nacional, soldados profesionales 
o regulares e infantes de marina profesionales de 
las Fuerzas Militares, que a la fecha de entrada en 
vigencia de la presente ley, hubiesen sido secuestra-
dos por grupos armados al margen de la ley, y a su 
núcleo familiar.

Artículo 9°. Vigencia y derogatorias. La presen-
te ley rige a partir de la fecha de su expedición y de-
roga todas las disposiciones que le sean contrarias.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

Sesión Plenaria del Senado de la República el día 
12 de junio de 2013, 258 de 2012 Senado, 164 de 
2011 Cámara, por medio de la cual se adiciona un 
parágrafo al artículo 3°, de la Ley 923 de 2004, 
mediante la cual se señalan las normas, objetivos 
y criterios que deberán observar el Gobierno Na-

asignación de retiro de los miembros de la fuerza 
pública de conformidad con lo establecido en el 
artículo 150, numeral 19, literal e) de la Constitu-
ción Política, se crean unos estímulos en materia 
de vivienda y educación y se dictan otras disposi-
ciones y de esta manera continúe su trámite legal 
y reglamentario en la honorable Cámara de Repre-
sentantes.

El presente texto fue aprobado en Plenaria de 

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.
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